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Con fecha 17 de octubre de 1991, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(en adelante la Comisión) recibió una petición en la que se denunciaba la violación de los 

derechos humanos de Fernando Mejía Egocheaga y de su esposa Raquel Martín de Me-

jía. En la misma se le solicitaba que declarara la responsabilidad de Perú por la violación 

de los siguientes derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos (en adelante la Convención): 

[…]

2.	 En relación a Raquel Mejía, el derecho a la integridad personal (artículo 5) y el derecho 

a la privacidad (artículo 11), ambos en relación con el artículo 1.1 de la Convención. 

[…]

II.	 Hechos Denunciados

[…]

A las 23:15 del mismo 15 de junio [de 1989], un grupo de personas con sus caras cubier-

tas con pasamontañas y portando ametralladoras irrumpieron en la casa de los Mejía y 

reclamaron ver al Dr. Fernando Mejía Egocheaga. Cuando éste abrió la puerta, seis indi-

viduos vistiendo uniformes militares entraron a la misma, uno de ellos golpeó al Dr. Mejía 

con su arma; luego, quien estaba a cargo del operativo ordenó que se lo subiera a una 

camioneta amarilla de propiedad del Gobierno. Los hechos descritos fueron presenciados 

por su esposa, señora Raquel Martín. 

Esa misma noche, aproximadamente 15 minutos después que los hechos referidos tuvie-

ron lugar, un grupo de entre seis y diez efectivos militares con sus rostros cubiertos con 

pasamontañas negros se presentaron nuevamente en el domicilio de los Mejía. Uno de 

ellos -quien había estado al mando del operativo de secuestro de Fernando Mejía- ingre-

só a la casa, presuntamente con el objeto de solicitar a Raquel Martín los documentos de 

identidad de su esposo. 

[…]

Raquel Mejía trató de explicarle que ni ella ni su esposo pertenecían a movimiento sub-

versivo alguno; sin embargo, sin escucharla, empezó a rociarse con sus perfumes y final-

mente la violó (…). 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2010. Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. 
Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

https://www.cejil.org/ 

Libro completo en: https://goo.gl/LN1cKq



Com
isión ID

H
 - Raquel M

artín de M
ejía vs. Perú

73

Aproximadamente 20 minutos después, la misma persona regresó a la casa de los Mejía, 

aparentemente con la intención de comunicar a Raquel que posiblemente su esposo sería 

trasladado en helicóptero a Lima al día siguiente. Luego la arrastró al cuarto y nuevamente la 

violó. Raquel Mejía pasó el resto de la noche bajo un estado de terror, temiendo por el regre-

so de quien había abusado sexualmente de ella y por la seguridad y la vida de su esposo.

[…]

(...) Los resultados de la misma [la autopsia] confirmaron que Fernando Mejía había sido 

severamente torturado y que había muerto a causa de un balazo en la cabeza. (...)

[…]

En tres oportunidades, entre el 28 y 30 de junio de 1989, Raquel Mejía recibió llamadas 

telefónicas anónimas en las que se la amenazaba de muerte si continuaba con la investi-

gación del homicidio de su esposo.

[…]

Temiendo por su seguridad, en agosto de 1989 Raquel Mejía abandonó su país dirigién-

dose primero a Estados Unidos y luego a Suecia donde obtuvo asilo político.

[…]

V.	 Consideraciones generales

[…]

B.	 Consideraciones sobre el fondo del asunto

1.	 Presunción de los hechos

[…]

En el presente caso, (…) la Comisión (…)  ha decidido: 

a. Presumir como verdaderos los hechos relativos a la violación de Raquel Mejía 

por efectivos pertenecientes al Ejército peruano
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[…]

La Comisión considera que los actos que afectaron al esposo de Raquel Mejía se encuen-

tran estrechamente vinculados con los abusos sexuales de los que ésta fue víctima pues 

tuvieron lugar la misma noche y fueron perpetrados por los mismos individuos. Por este 

motivo, las pruebas circunstanciales aportadas, aún cuando no atañen directamente al 

caso en cuestión, resultan suficientes, en concepto de la Comisión, para presumir la res-

ponsabilidad de miembros del Ejército peruano en la comisión de los vejámenes contra 

Raquel Mejía.

b. Presumir la inexistencia de recursos internos efectivos que permitiesen reme-

diar las violaciones a los derechos humanos de las que fueron objeto Fernando 

y Raquel Mejía

[…]

Raquel Mejía denunció a la Comisión que cuando el 20 de junio de 1989 presentó su 

declaración a la policía de Oxapampa en relación al secuestro y posterior homicidio de su 

esposo, omitió denunciar los abusos sexuales de los que había sido objeto pues: 

temerosa de que la revelación de las violaciones cometidas contra mi persona pudie-

ran causarme ostracismo y exponerme a mayor peligro o daño físico... 

[…]

La Comisión observa que las razones expuestas por la peticionaria para no presentar una 

denuncia en los tribunales internos se encuentran sustentadas por distintos documentos 

publicados por organismos intergubernamentales y organizaciones no gubernamentales 

en los cuales se hace expresa referencia a la imposibilidad de aquellas mujeres que han 

sido víctimas de violación por miembros de las fuerzas de seguridad o de la policía de 

obtener un remedio a las violaciones de sus derechos. 

El Relator Especial contra la Tortura ha señalado al respecto que “[s]e informó ... que los res-

ponsables de [violación y otros abusos sexuales] raramente eran procesados aún en aquellos 

casos que habían sido denunciados ante las autoridades competentes. Los tribunales milita-

res pasaban por alto estos casos y no ponían a los acusados a disposición de los tribunales 

civiles, como deberían hacer de acuerdo con la ley. Esta situación de impunidad junto con 

otros factores tales como la dificultad de presentar pruebas o la actitud social hacia la víctima 

hacían que un gran porcentaje de estos casos ni siquiera fuesen denunciados”.87 
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Amnistía Internacional ha manifestado que a pesar de la existencia de un número importan-

te de casos de violaciones sexuales en áreas de emergencia, hasta la fecha ningún miembro 

de las fuerzas de seguridad que actúan en las zonas de emergencia ha sido procesado por 

violación; tampoco se han realizado investigaciones efectivas de las denuncias presentadas 

por mujeres que han sido víctimas de abuso sexual perpetrados por soldados.88 

Human Rights Watch, por su parte, ha observado que a pesar de la generalización del abuso 

sexual en Perú, muy pocos efectivos policiales y aún menos miembros de las fuerzas de segu-

ridad han sido procesados por este abuso, aún en los casos que han sido denunciados ante 

las autoridades correspondientes. Por el contrario, las pruebas recogidas demuestran que la 

policía y las fuerzas armadas protegen a los responsables de estas violaciones y les otorgan 

promociones en sus carreras, implícitamente tolerando la comisión de estos crímenes.89 

La mencionada organización asimismo sostiene que probar la comisión de una violación 

contra un miembro de las fuerzas de seguridad es prácticamente imposible. La legislación de 

emergencia establece que a los delitos cometidos en el “cumplimiento del deber” se avoca 

la jurisdicción militar, en aplicación de las normas del Código de Justicia Militar. Aunque la 

violación es un crimen común -no de los llamados “delitos de función”- no existen casos de 

esta naturaleza en los cuales los tribunales ordinarios hayan ejercido jurisdicción.90 

Las mujeres víctimas de violación por un miembro de las fuerzas de seguridad no de-

nuncian estos abusos por dos razones: humillación pública y la percepción que los res-

ponsables nunca serán sancionados. Además, normalmente son amenazadas de recibir 

represalias contra ellas mismas o sus familias si lo hacen.91 

[…]

3.	 Análisis 

a. Los abusos sexuales reiterados de los que fue objeto Raquel Mejía configuran 

una violación del Artículo 5 y del Artículo 11 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos 

El derecho internacional vigente establece que los abusos sexuales cometidos por miem-

bros de las fuerzas de seguridad, sea como resultado de una práctica concebida desde 

el Estado o como resultado de la omisión de éste de prevenir la consumación de este cri-

men, constituyen una violación a los derechos humanos de las víctimas, particularmente 

su derecho a la integridad física y mental. 
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En el ámbito del derecho internacional humanitario, el artículo 27 94 del Cuarto Convenio 

de Ginebra de 1949 relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempos de 

guerra explícitamente prohíbe el abuso sexual.95 El artículo 14796 del mencionado Con-

venio que contiene aquellos actos considerados como “infracciones graves” o “crímenes 

de guerra” incluye a la violación en tanto constituye “tortura o trato inhumano”.97 El 

Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) ha declarado que la “infracción grave” de 

“causar deliberadamente grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra la inte-

gridad física o la salud” incluye a los abusos sexuales.98 

Por otro lado, el artículo 7699 del Protocolo I, Adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, 

prevé una prohibición expresa de la violación u otro tipo de abusos sexuales. El artículo 

85.4100 por su parte, señala que dichas prácticas cuando están basadas en discriminación ra-

cial constituyen “infracciones graves”. De acuerdo a lo establecido en estas normas -Cuarto 

Convenio y Protocolo 1- cualquier acto de violación cometido individualmente constituye un 

crimen de guerra.101 Para el caso de conflictos no internacionales, tanto el artículo 3,102 co-

mún a las cuatro Convenciones de Ginebra, como el artículo 4.2103 del Protocolo ll, adicional 

a dichos instrumentos, incorporan la prohibición contra la violación y otros abusos sexuales 

en la medida que sean el resultado de la comisión de un daño deliberado contra una per-

sona.104 El CICR ha manifestado que la norma del Protocolo ll reafirma y complementa el 

artículo 3 común pues era necesario fortalecer la protección de las mujeres, quienes pueden 

ser víctimas de violación, prostitución forzada u otro tipo de abusos.105 

El Estatuto del Tribunal Internacional, creado a los efectos de investigar las graves viola-

ciones al derecho internacional humanitario ocurridas en el territorio de la ex Yugoslavia, 

en su artículo 5 considera a la violación practicada en forma sistemática y masiva como 

un crimen de lesa humanidad.106 

En el marco del derecho internacional de los derechos humanos, la Convención America-

na sobre Derechos Humanos establece en su artículo 5: 

1.	 Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y 

moral. 

2.	 Nadie puede ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes... 

De la letra de la Convención no surge qué debe entenderse por tortura. Sin embargo, en 

el ámbito interamericano, la determinación de qué actos configuran tortura se encuentra 

establecida en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, la que 

expresa: 
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...[S]e entenderá por tortura todo acto realizado intencionalmente por el cual se 

inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos y mentales, con fines de investi-

gación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida 

preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura 

la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad de 

la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico 

o angustia psíquica.107 

[…]

De este modo, para que exista tortura deben conjugarse tres elementos: 

1.	 que se trate de un acto a través del cual se inflijan a una persona penas y su-

frimientos físicos y mentales; 

2.	 cometido con un fin; 

3.	 por un funcionario público o por una persona privada a instigación del primero. 

En relación al primer elemento, la Comisión considera que la violación es un abuso físico 

y mental que se perpetra como resultado de un acto de violencia. El tipo penal de viola-

ción contenido en el artículo 170 del Código Penal peruano confirma esta afirmación al 

establecer que “[e]l que, con violencia o grave amenaza, obliga a una persona a practicar 

el acto sexual...”. El Relator Especial contra la Tortura ha señalado que la violación es 

uno de varios métodos de tortura física.109 Asimismo, se considera que la violación es un 

método de tortura psicológica pues tiene por objeto, en muchos casos, no sólo humillar 

a la víctima sino también a su familia o comunidad.110 En este sentido, el mencionado 

Relator Especial ha manifestado que -particularmente en Perú- “...[I]a violación parecería 

... ser un arma utilizada para castigar, intimidar y humillar”.111 

La violación produce un sufrimiento físico y mental en la víctima. Además de la violencia 

sufrida al momento que se perpetra, las víctimas habitualmente resultan lesionadas o, en 

algunos casos, aún quedan embarazadas. El hecho de ser objeto de un abuso de esta na-

turaleza les ocasiona asimismo un trauma psicológico que resulta, por un lado, del hecho 

de ser humilladas y victimizadas y por el otro, de sufrir la condena de los miembros de su 

comunidad, si denuncian los vejámenes de las que fueron objeto.112 

Raquel Mejía fue víctima de violación, y en consecuencia de un acto de violencia contra 

su integridad que le causó “penas y sufrimientos físicos y mentales”. Como surge de su 

testimonio, luego de ser violada “estaba en un estado de shock, sentada sola en [su] ha-

bitación”. No se animó a realizar la denuncia pertinente por miedo a sufrir el “ostracismo 
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público”. “Las víctimas de abusos sexuales no denuncian estos hechos porque [se] sienten 

humilladas. Además nadie quiere reconocer públicamente que ha sido violada. No se sabe 

cómo puede reaccionar el marido. [Por otro lado] la integridad de la familia está en juego, 

los hijos pueden sentirse humillados de saber que esto le ha ocurrido a su madre”. 

El segundo elemento establece que un acto para ser tortura debe haberse cometido 

intencionalmente, es decir con el fin de producir en la víctima un determinado resultado. 

La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura incluye, entre otros 

fines, el castigo personal y la intimidación. 

Raquel Mejía fue violada con el objeto de castigarla personalmente y de intimidarla. Según 

surge de su testimonio, el individuo que abusó sexualmente de su persona le manifestó que 

ella también había sido requerida como subversiva, al igual que su esposo. Le indicó que 

su nombre estaba en una lista de personas vinculadas al terrorismo y finalmente, le previno 

que su amistad con una ex‑funcionaria del Gobierno anterior no le serviría de protección. 

En la segunda oportunidad, antes de marcharse la amenazó con volver y violarla nueva-

mente. Raquel Mejía se sintió aterrorizada no sólo por su seguridad sino también por la de 

su hija que dormía en la otra habitación y por la vida de su esposo. 

El tercer requisito de la definición de tortura es que el acto debe haber sido perpetrado 

por un oficial público o por una persona privada a instigación del primero. 

Según se ha concluido supra, el responsable de las violaciones de Raquel Mejía es un 

miembro de las fuerzas de seguridad que se hacía acompañar por un número importante 

de soldados. 

[…]

Los peticionarios asimismo han reclamado que los abusos sexuales de los que fue objeto 

Raquel Mejía transgreden lo dispuesto en el artículo 11 de la Convención. 

El mencionado artículo establece que un Estado debe garantizar a toda persona la pro-

tección de su honra y dignidad, en el marco de un derecho más amplio cual es el derecho 

a la intimidad. En efecto, los incisos 1 y 2, en sus partes pertinentes, prevén: 

1.	 Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su 

dignidad. 

2.	 Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada... 
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El Relator Especial contra la Tortura ha manifestado que “[u]n ataque particularmente vil a la 

dignidad humana es la violación. Las mujeres se ven afectadas en la parte más sensible de su 

personalidad y los efectos a largo plazo son por fuerza sumamente dañosos, pues en la mayoría 

de los casos no se dará ni podrá darse el tratamiento psicológico y los cuidados necesarios”.113 

La Comisión considera que el abuso sexual, además de constituir una violación a la integri-

dad física y mental de la víctima, implica un ultraje deliberado a su dignidad. En este senti-

do, se transforma en una cuestión que queda incluida en el concepto de “vida privada”. La 

Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que el concepto de vida privada alcanza 

a la integridad física y moral de una persona, y en consecuencia incluye su vida sexual.114 

[…]

VI.	Conclusiones 

La Comisión, con base en las consideraciones formuladas en el presente informe, llega a 

las siguientes conclusiones: 

1.	 En aplicación de los artículos 47 de la Convención y 39 de su Reglamento:

(…)

b.	 declara admisibles los reclamos concernientes a las violaciones a los derechos 

humanos de las que resultó víctima Raquel Mejía. 

2.	 En relación a los reclamos considerados admisibles concluye que: 

a.	 el Estado peruano es responsable de la violación del derecho a la integridad 

personal (artículo 5) y del derecho a la protección de la honra y la dignidad (artículo 

11) de Raquel Mejía, así como de la obligación general de respetar y garantizar el 

ejercicio de estos derechos consagrados en la Convención (artículo 1.1); 

[…]

Notas
87 	 U.N., idem supra nota 13, párr. 433. 

88 	 Amnesty International, idem supra nota 15, p. 22. 

89 	 Human Rights Watch, idem supra nota 19, p. 3. 

90 	 Idem supra, p. 4. 

91 	 Idem supra, p. 5.

94 	 El artículo 27, en lo que nos concierne, establece: 
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	 Las personas protegidas tienen derecho, en todas las circunstancias, a que su persona, su honor, sus derechos 

familiares, sus convicciones y prácticas religiosas, sus hábitos y sus costumbres sean respetados. Siempre serán 

tratadas con humanidad y protegidas especialmente contra cualquier acto de violencia o de intimidación, 

contra los insultos y la curiosidad pública. Las mujeres serán especialmente protegidas contra todo atentado a 

su honor y, en particular, contra la violación, la prostitución forzada y todo atentado a su pudor... 

95 	 Final Report of the Commission of Experts established pursuant to Security Council Resolution 780 (1992), 

5 de Mayo, 1994, p.17. 

96 	 El artículo 147 señala:

	 Las infracciones graves ... son las que implican uno o cualquiera de los actos siguientes, si se cometen contra 

personas o bienes protegidos por el Convenio: ... la tortura o los tratos inhumanos, incluidos ... el hecho de 

causar deliberadamente grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra la integridad física o la salud... 

97 	 Final Report ..., idem supra nota 34, pág.17. 

98 	 ICRC, Aide Mémoire (Dec. 3, 1992) citado en T. Meron, Rape as a Crime under International Humanitarian 

Law, 87 AJIL 426. 

99 	 El artículo 76, titulado “Protección de las mujeres”, establece: 

	 1. Las mujeres serán objeto de un respeto especial y protegidas en particular contra la violación, la prostitu-

ción forzada y cualquier otra forma de atentado al pudor. 

100 	 El artículo 85.4, indica:

	 ...[S]e considerarán infracciones graves del Presente Protocolo los actos siguientes cuando se comentan 

intencionalmente y en violación de los Convenios o del Protocolo: (c) Las prácticas de apartheid y demás 

(continúa) (Continuación) prácticas inhumanas y degradantes, basadas en la discriminación racial, que en-

trañen un ultraje contra la dignidad personal. 

101 	 Final Report..., idem supra nota 34, p. 17. 

102 	 El artículo 3 establece: 

	 ...[S]e prohíben, en cualquier tiempo y lugar...: a) Los atentados contra la vida y la integridad corporal, espe-

cialmente el homicidio (continúa) (Continuación) en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la 

tortura y los suplicios;... c) Los atentados contra la dignidad personal... 

103 	 El artículo 4.2 del Protocolo II, por su parte, indica: 

	 1. Todas las personas que no participen directamente en las hostilidades, o que hayan dejado de participar 

en ellas, estén o no privadas de su libertad, tienen derecho a que se respeten su persona, su honor, sus 

convicciones y prácticas religiosas...; 2. ...[Q]uedarán prohibido en todo tiempo y lugar con respecto a las 

personas a las que se refiere el párrafo 1: a) Los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o 

mental de las personas, en particular el homicidio y los tratos crueles tales como la tortura...; e) Los atenta-

dos contra la dignidad personal, en especial los tratos humillantes y degradantes, la violación, la prostitución 

forzada y cualquier forma de atentado al pudor;... 

104 	 Final Report ..., idem supra nota 34, p. 18. 

105 	 ICRC Commentary on the Additional Protocols of 8 June 1977 to the Geneva Conventions of 12 August 

1949, Yves Sandoz, Christophe Swinarski, Bruno Zimmerman, eds. (Geneva: Martinus Nijhoff Publishers, 
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1987) 1375. Citado en D. Thomas & R. Ralph, idem supra nota 30, p. 95. 

106	 (United Nations: Secretary General Report on aspects of establishing an international tribunal for the pro-

secution of persons responsible for serious violations of International Humanitarian Law committed in the 

territory of the former Yugoslavia, 321.L.M.1159, 1173, 1174, 1994). 

107 	 Véase artículo 2 de la Convención. 

109 	 U.N. Doc. E/CN.4/1986/15, para. 119. 

110 	 D. Blair, Recognizing Rape as a Method of Torture, 19 N.Y.U. Rev.L & Soc. Change 821, 854. 

111 	 U.N., idem supra nota 13, párr.431. 

112 	 D. Blair, idem supra nota 49, p. 855.

113 	 U.N. idem supra nota 12, párr. 5890. 

114 	 Véase Caso X and Y v. The Netherlands, Application 8978/80, Serie A, Nº 167.
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1.	 Con fecha 29 de diciembre de 1989, la Comisión recibió una denuncia en contra del 

Gobierno de Argentina, en relación a la situación de la Sra. X y su hija Y, de 13 años.2 La 

denuncia alega que el Estado argentino, y especialmente las autoridades penitenciarias 

del Gobierno Federal, que en forma rutinaria han hecho revisiones vaginales de las muje-

res que visitan la Unidad Nº 1 del Servicio Penitenciario Federal, han violado los derechos 

protegidos por la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En todas las ocasio-

nes que la Sra. X visitó a su esposo acompañada por la hija de ambos de trece años, quien 

se encontraba preso en la Cárcel de Encausados de la Capital Federal, fueron sometidas a 

revisiones vaginales. En abril de 1989 la Sra. X presentó un recurso de amparo solicitando 

que se pusiera fin a las revisiones. La petición alega que esta práctica del Servicio Peni-

tenciario Federal (“SPF”) comporta violación a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos por cuanto lesiona la dignidad de las personas sometidas a tal procedimiento 

(artículo 11), constituyendo una medida de carácter penal degradante que trasciende la 

persona del penado o procesado (artículo 5.3); y es, además, discriminatoria en perjuicio 

de las mujeres (artículo 24) en relación al artículo 1.1. 

I.	 Hechos

[…]

3.	 Según lo declarado por el Mayor Mario Luis Soto, Jefe de la Dirección de la Seguri-

dad Interna, en el recurso de amparo presentado en este caso, la práctica de realizar esas 

revisiones había comenzado ya hace un tiempo en vista de que algunas veces las parien-

tes de los presos ingresaban drogas y narcóticos a la prisión en sus vaginas. Agregó que 

en un comienzo se usaban guantes para revisar esa zona del cuerpo pero que, debido a 

la concurrencia de visitantes femeninas -cerca de 250-, la escasez de guantes de cirugía y 

el peligro de transmitir el SIDA u otras enfermedades a las visitantes o las inspectoras, se 

decidió hacer inspecciones oculares.3 

4.	 Con respecto a la Sra. X, el Mayor Soto declaró que ella se había visto sometida a 

los dos tipos de revisiones, que siempre había protestado contra el procedimiento y que 

el personal de la penitenciaría le había informado que no se podía hacer una excepción 

en su caso.4 En lo que se refiere a la revisión de menores, el Jefe de la Dirección de la Se-

guridad Interna afirmó que, en esos casos, las revisiones siempre se hacían en la presencia 

de uno, o de los dos padres de la menor, y que el procedimiento era menos riguroso para 

proteger su sentido del pudor.5

[…]
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VI.	Análisis 

A.	 Consideraciones generales

[…]

47.	 Por lo tanto, al estudiar el caso, la Comisión debe encarar dos aspectos separados:

1)	 si el requisito de someterse a una inspección vaginal, previa a una visita de 

contacto personal con el marido de la Sra. X, es congruente con los derechos y 

garantías que establece la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y 

2)	 si el requisito y la revisión realizada privó a las dos mujeres del pleno goce 

de sus derechos protegidos en la Convención Americana, en particular aquellos 

consagrados en los artículos 5 (derecho a tratamiento humanitario), 11 (protección 

de la honra y de la dignidad), 17 (protección a la familia), y 19 (derecho del niño), 

junto con el artículo 1.1 que dispone la obligación de los Estados partes de respetar 

y garantizar el pleno y libre ejercicio de todas las disposiciones reconocidas en la 

Convención sin discriminación alguna.

B.	 Requisito de que las visitantes se sometan a una revisión vaginal para que 

se les autorice una visita “cuerpo a cuerpo” 

48.	 Los peticionarios alegan que el requisito de que las visitantes de la Unidad 1 se 

sometan a revisiones o inspecciones vaginales para poder tener contacto personal con 

un interno constituyó una interferencia ilegítima al ejercicio del derecho a la familia. Por 

otra parte, se alega que la medida, al no cumplir con lo dispuesto en la Convención, 

constituyó en sí una violación de los derechos protegidos por ese documento y que la 

existencia de ese requisito y su aplicación contravino no sólo el derecho a la familia, 

consagrado en el artículo 17, sino también el derecho a la intimidad, la honra y la digni-

dad, protegido por el artículo 11, y el derecho a la integridad física, según lo dispuesto 

en el artículo 5.   

49.	 Aunque los peticionarios no invocaron el artículo 19, que protege el derecho del 

niño, la Comisión opina que se debería examinar también esta disposición en vista de 

que una de las presuntas víctimas tenía 13 años de edad cuando ocurrieron los hechos. 

De conformidad con el principio general de la legislación internacional iura novit curia, 

los organismos internacionales tienen el poder, e incluso el deber, de aplicar todas las 

disposiciones jurídicas pertinentes, incluso aunque no hayan sido invocadas por las 

partes.9 
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50.	 El Gobierno de la Argentina arguyó que todas las medidas que adoptó constituyen 

restricciones aceptables a las disposiciones de la Convención y que eran razonables dadas 

las circunstancias del caso. Por lo tanto, la Comisión debe reflexionar sobre cuáles son las 

obligaciones del Estado en lo que se refiere a las disposiciones de la Convención y cuáles 

son las limitaciones a los derechos que se pueden considerar permisibles. 

1.	 Obligaciones del Estado de “respetar y garantizar” y la imposición de condicio-

nes a los derechos protegidos por la Convención 

[…]

b. La imposición de limitaciones  

[…]

60.	 La Comisión opina que para establecer si las medidas cumplen con lo dispuesto en 

la Convención deben cumplir con tres condiciones específicas. Una medida que de algu-

na manera afecte los derechos protegidos por la Convención debe necesariamente: 1) 

ser prescrita por la ley; 2) ser necesaria para la seguridad de todos y guardar relación con 

las demandas justas de una sociedad democrática; 3) su aplicación se debe ceñir estricta-

mente a las circunstancias específicas enunciadas en el artículo 32.2, y ser proporcional y 

razonable a fin de lograr esos objetivos.

1) La legalidad de la medida

[…]

64.	 (…) [U]na medida tan extrema como la revisión o inspección vaginal de las visitan-

tes, que representa una amenaza de violación a una serie de derechos garantidos por la 

Convención, debe ser prescrita por una ley que especifique claramente en qué circuns-

tancias se puede imponer una medida de esa naturaleza y que enumere las condiciones 

que deben ser observadas por los que realizan el procedimiento, de manera que todas 

las personas que se vean sujetas a él puedan tener la mayor garantía posible de que no 

se verán sujetas a arbitrariedad y trato abusivo.17

2) Necesidad en una sociedad democrática para la seguridad de todos 

[…]
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66.	 La Comisión es consciente de que en todos los países existen reglamentos so-

bre el tratamiento de prisioneros y detenidos, así como normas que rigen sus derechos 

a visitas en cuanto a horario, lugar, forma, tipo de contacto, etc.  También se reconoce 

que las requisas del cuerpo, y algunas veces el examen físico intrusivo de los detenidos y 

prisioneros, podrían ser necesarios en ciertos casos. 

67.	 Sin embargo, este caso implica los derechos de los visitantes, cuyos derechos no 

se ven limitados automáticamente por razón de su contacto con los internos.  

68.	 La Comisión no cuestiona la necesidad de requisas generales antes de permitir el 

ingreso a una penitenciaría. Sin embargo, las revisiones o inspecciones vaginales son un 

tipo de requisa excepcional y muy intrusiva. La Comisión quisiera subrayar que el visitan-

te o miembro de la familia que procure ejercer su derecho a una vida familiar no debe 

convertirse automáticamente en sospechoso de un acto ilícito y no puede considerarse, 

en principio, que represente una amenaza grave para la seguridad. Aunque la medida 

en cuestión puede adoptarse excepcionalmente para garantizar la seguridad en ciertos 

casos específicos, no puede sostenerse que su aplicación sistemática a todos los visitantes 

sea una medida necesaria para garantizar la seguridad pública.

3) Razonabilidad y proporcionalidad de la medida 

[…]

71.	 La razonabilidad y proporcionalidad de una medida se pueden determinar únicamen-

te por la vía del examen de un caso específico. La Comisión opina que una inspección 

vaginal es mucho más que una medida restrictiva en el sentido de que implica la invasión 

del cuerpo de la mujer. Por tanto, el equilibrio de intereses que debe hacer al analizar la 

legitimidad de dicha medida, necesariamente requiere sujetar al Estado a una pauta más 

alta con respecto al interés de realizar una inspección vaginal o cualquier tipo de requisa 

invasiva del cuerpo.

72.	 La Comisión estima que para establecer la legitimidad excepcional de una revisión o 

inspección vaginal, en un caso en particular, es necesario que se cumplan cuatro condicio-

nes: 1) tiene que ser absolutamente necesaria para lograr el objetivo de seguridad en el 

caso específico; 2) no debe existir alternativa alguna; 3) debería, en principio, ser autorizada 

por orden judicial; y 4) debe ser realizada únicamente por profesionales de la salud. 

[…]
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b) No existencia de una opción alternativa 

[…]

76.	 Hay indicaciones de que otros procedimientos menos restrictivos, como la inspec-

ción de los internos y sus celdas, constituyen medios más razonables y eficientes para 

garantizar la seguridad interna. Además, no debe ignorarse que la situación legal especial 

de los internos en sí conlleva una serie de limitaciones en el ejercicio de sus derechos. El 

Estado, que tiene a su cargo la custodia de todas las personas detenidas y es responsable 

de su bienestar y seguridad, tiene mayor latitud para aplicar las medidas que sean nece-

sarias para asegurar la seguridad de los internos. Por definición, las libertades personales 

de un detenido son restringidas y, por lo tanto, en ciertos casos puede justificarse la ins-

pección corporal, e incluso la revisión física invasiva, de los detenidos y presos, por méto-

dos que igualmente respeten su dignidad humana. Hubiera sido obviamente más sencillo 

y más razonable inspeccionar a los internos después de una visita de contacto personal, 

en lugar de someter a todas las mujeres que visitan las penitenciarías a un procedimiento 

tan extremo. Sólo en circunstancias específicas, cuando hay fundamento razonable para 

creer que representan un peligro concreto para la seguridad, o que están transportando 

sustancias ilícitas, se deben hacer inspecciones de los visitantes.  

[…]

79.	 Por otra parte, la Comisión desea hacer notar que en el caso de Y no era posible 

contar con un consentimiento real dado que, en ese momento, era una niña de 13 años 

totalmente dependiente de la decisión tomada por su madre, la Sra. X , y de la protección 

que le ofreciera el Estado. Además, por el evidente motivo de la edad de la niña, el mé-

todo de revisión vaginal empleado resultaba absolutamente inadecuado e irrazonable.

[…]

C.	 Los derechos protegidos por la Convención 

1.	 El derecho a la integridad personal: Artículo 5 

86.	 Los peticionarios alegaron una violación del artículo 5 -en particular de sus incisos 2 

y 3- que dice:

1.	 Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y 

moral.  
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2.	 Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes (...)  

3.	 La pena no puede trascender la persona del delincuente.   

87.	 El procedimiento no es per se ilegal. Sin embargo, cuando el Estado realiza cual-

quier tipo de intervención física en un individuo, debe observar ciertas condiciones para 

asegurar que no produzca más angustia y humillación que lo inevitable. Para aplicar esa 

medida se debe disponer siempre de una orden judicial que asegure algún control sobre 

la decisión referente a la necesidad de su aplicación, y para que la persona que se vea 

sometida a ella no se sienta indefensa frente a las autoridades. Por otra parte, el proce-

dimiento debe ser realizado siempre por personal idóneo que utilice el cuidado debido 

para no producir daños físicos y el examen debe realizarse de tal manera que la persona 

sometida a él no sienta que se está afectando su integridad mental y moral.  

[…]

2.	 El derecho a la protección de la honra y de la dignidad: Artículo 11 

90.	 El artículo 11 de la Convención dice que:

1.	 Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su 

dignidad. 

2.	 Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, 

en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales 

a su honra o reputación.   

3.	 Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o 

esos ataques.   

91.	 El derecho a la intimidad garantizado por estas disposiciones cobija, además de la pro-

tección contra la publicidad, la integridad física y moral de la persona20. El objeto del artículo 

11, así como la premisa total de la Convención, es esencialmente la protección del individuo 

contra injerencia arbitraria por parte de funcionarios públicos. Sin embargo, también requie-

re que el Estado adopte la legislación necesaria para asegurar la eficacia de esta disposición. 

El derecho a la intimidad garantiza una esfera que nadie puede invadir, un campo de activi-

dad que es absolutamente propio de cada individuo. En este sentido, varias garantías de la 

Convención que protegen la inviolabilidad de la persona, establecen zonas de intimidad.

92.	 El artículo 11.2 prohíbe específicamente la interferencia “arbitraria o abusiva” de ese 

derecho. La disposición indica que, además de la condición de legalidad, que se debe 
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observar siempre cuando se imponga una restricción a los derechos consagrados en la 

Convención, el Estado tiene la obligación especial de prevenir interferencias “arbitrarias o 

abusivas”. La idea de “interferencia arbitraria” se refiere a elementos de injusticia, imposi-

bilidad de predecir, y falta de razonabilidad que ya tuvo en cuenta la Comisión al encarar los 

aspectos de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad de las revisiones e inspecciones.   

93.	 Sin embargo, la Comisión quisiera subrayar que este caso representa un aspecto 

íntimo especial de la vida privada de una mujer y que el procedimiento en cuestión, 

sea justificable o no su aplicación, puede provocar sentimientos profundos de angustia 

y vergüenza en casi todas las personas que se ven sometidas a él. Además, el aplicar el 

procedimiento a una niña de 13 años puede resultar en grave daño psicológico difícil de 

evaluar. La Sra. X y su hija tenían el derecho a que se respetara su intimidad, dignidad 

y honor cuando procuraron ejercer el derecho a la familia, a pesar de que uno de sus 

miembros estuviera detenido. Esos derechos deberían haberse limitado únicamente en 

el caso de una situación muy grave y en circunstancias muy específicas y, en ese caso, 

cumpliendo estrictamente las autoridades con las pautas definidas anteriormente para 

garantizar la legalidad de la práctica. 

[…]

3.	 Derechos de la familia: Artículo 17 

95.	 Se ha alegado que la interferencia indebida respecto a la visita de la Sra. X y de su hija 

contravino el derecho a la familia consagrado en el artículo 17 de la Convención, que dice: 

1.	 La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser pro-

tegida por la sociedad y el Estado.

96.	 El artículo 17 reconoce el papel central de la familia y la vida familiar en la existencia 

de una persona y en la sociedad en general. Es un derecho tan básico de la Convención 

que se considera que no se puede derogar aunque las circunstancias sean extremas. En 

este caso, los peticionarios alegan que el ejercicio de este derecho se vio sujeto a una 

restricción ilegítima y que varios de los derechos protegidos por la Convención, especial-

mente el derecho a la integridad personal y el derecho al honor y a la dignidad fueron 

violados al pretender ellas ejercer el derecho a la familia.

97.	 El derecho a la vida de familia puede sufrir ciertas limitaciones inherentes al mismo. 

Hay circunstancias especiales, como el encarcelamiento o el servicio militar que, aunque 

no suspenden el derecho, inevitablemente afectan su ejercicio y no permiten que se 
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disfrute plenamente de él. Si bien el encarcelamiento necesariamente limita que se goce 

plenamente de la familia al separar forzosamente a uno de sus miembros, el Estado tiene 

la obligación de facilitar y reglamentar el contacto entre los reclusos y sus familias y de 

respetar los derechos fundamentales de todas las personas contra las interferencias abu-

sivas y arbitrarias por parte del Estado y sus funcionarios públicos.21 

98.	 La Comisión ha sostenido siempre que el Estado está obligado a facilitar el contacto 

del recluso con su familia, no obstante las restricciones a las libertades personales que 

conlleva el encarcelamiento. En este sentido, la Comisión ha reiterado en varias ocasio-

nes que el derecho de visita es un requisito fundamental para asegurar el respeto de la 

integridad y libertad personal de los internos y, como corolario, el derecho de protección 

a la familia de todas las partes afectadas.22 Justamente, en razón de las circunstancias 

excepcionales que presenta el encarcelamiento, el Estado tiene la obligación de tomar 

medidas conducentes a garantizar efectivamente el derecho de mantener y desarrollar 

las relaciones familiares. Por lo tanto, la necesidad de cualquier medida que restrinja este 

derecho debe ajustarse a los requisitos ordinarios y razonables del encarcelamiento. 

99.	 Las visitas con contacto personal no son un derecho y en muchos países este tipo 

de visita ni siquiera es una opción. Generalmente la posibilidad de visitas de contacto 

personal queda librada a la discreción de las autoridades de la penitenciaría. Sin embar-

go, cuando el Estado reglamenta la manera en que los reclusos y sus familias ejercen el 

derecho a la familia, no puede imponer condiciones o llevar a cabo procedimientos que 

constituyan una violación de cualquiera de los derechos consagrados en la Convención, 

al menos, sin el debido proceso. Todos los Estados parte de la Convención tienen la 

obligación de asegurarse de que la acción del Estado y la organización de su estructura 

interna y sistema jurídico se realicen dentro de ciertos límites de legalidad.  

[…]

4.	 Derechos del niño: Artículo 19 

101.	El artículo 19 dice:

Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor 

requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.

102.	Argentina también ha ratificado la Convención de las Naciones Unidas sobre los 

Derechos del Niño que dispone: 
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Artículo 3 

1.	 En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones pú-

blicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas 

o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el 

interés superior del niño.   

103.	El texto de la Convención Americana reconoce que los niños deben recibir cuidados y 

atenciones especiales y que el Estado tiene la obligación de tomar todas “las medidas de pro-

tección que su condición requiere”. Un niño es especialmente vulnerable a las violaciones de 

sus derechos porque, en virtud de su condición misma, en la mayoría de los casos no tienen 

autoridad legal para tomar decisiones en situaciones que pueden tener consecuencias graves 

para su bienestar. El Estado tiene la obligación especial de proteger a los niños y de asegurar-

se que cuando las autoridades públicas ejecutan acciones que lo pueden afectar de alguna 

manera, se tomen las precauciones para garantizar los derechos y el bienestar del niño.

104.	En el caso bajo examen, el Estado argentino propuso y realizó en una menor, que no 

tenía la capacidad legal para consentir, un procedimiento de posibles consecuencias trau-

máticas que potencialmente pudo haber violado una serie de derechos consagrados por 

la Convención, sin observar los requisitos de legalidad, necesidad, razonabilidad y propor-

cionalidad, que constituyen algunas de las condiciones necesarias para imponer cualquier 

restricción a los derechos consagrados en la Convención. Además, el Estado no le otorgó a 

Y una protección mínima contra abusos o daño físico que podría haberse ofrecido solicitan-

do a las autoridades judiciales pertinentes que decidieran si correspondía el procedimiento 

y, en caso afirmativo, que fuera realizado por personal médico. La Comisión no considera 

que los requisitos existentes para proteger a los menores, que fueron descritos por el Jefe 

de la Seguridad Interna, vale decir que las inspecciones se realicen en la presencia de uno 

o los dos padres de la menor, y que la revisión sea menos rigurosa y procure preservar el 

sentido de pudor, hayan constituido una protección adecuada para la peticionaria.   

[…]

VIII.	 Conclusiones 

[…]

114.	La Comisión ha concluido igualmente en su Informe Nº 16/95 que para establecer 

la legitimidad de una revisión o inspección vaginal, en un caso en particular, es necesario 

que se verifiquen estos requisitos:   
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1)	 tiene que ser absolutamente necesaria para lograr el objetivo legítimo en el 

caso específico;   

2)	 no debe existir medida alternativa alguna; 

3)	 debería, en principio, ser autorizada por orden judicial; y 

4)	 debe ser realizada únicamente por profesionales de la salud.

[…]

116.	Por lo tanto, la Comisión concluye que al imponer una condición ilegal a la reali-

zación de las visitas a la penitenciaría sin disponer de una orden judicial ni ofrecer las 

garantías médicas apropiadas y al realizar revisiones e inspecciones en esas condiciones, 

el Estado argentino ha violado los derechos de la Sra. X y su hija Y consagrados en los 

artículos 5, 11 y 17 de la Convención en relación al artículo 1.1 que dispone la obligación 

del Estado argentino de respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio de todas las disposi-

ciones reconocidas en la Convención. En el caso de Y, la Comisión concluye que el Estado 

argentino también violó el artículo 19 de la Convención.  

[…]

Notas
2	 A pedido de las peticionarias, la identidad de las víctimas se mantiene en reserva debido a la minoridad de 

una de ellas y a la naturaleza de las violaciones denunciadas. 

3	 Cámara de Apelaciones, 35972-X y otra; s/acción de amparo-17/151-Int.IIda., Buenos Aires, 25 de abril de 

1989, párrafo IV. 

4	 Ibíd. 

5	 Corte Suprema de Justicia, sentencia sobre el recurso de amparo, Tomo 207 del Libro de Sentencias, Buenos 

Aires, 21 de noviembre de 1989, pág. 105, párrafo 3.   

9	 Corte Permanente de Justicia Internacional, caso Lotus, Sentencia Nº 9, 1927, Serie A Nº 10, pág. 31 y 

Corte Europea de Derechos Humanos, Caso Handyside, Sentencia del 7 de diciembre de 1976, Serie A Nº 

24, párrafo 41

17	 En este aspecto la Corte ha manifestado que: 

	 La expresión leyes, en el marco de la protección a los derechos humanos, carecería de sentido si con ella no 

se aludiera a la idea de que la sola determinación del poder público no basta para restringir tales derechos. 

Lo contrario equivaldría a reconocer una virtualidad absoluta a los poderes de los gobernantes frente a los 

gobernados. OC-6, Serie A Nº 6, párrafo 27. 

20	 Véase al respecto el caso X & Y v. the Netherlands, donde la Corte Europea hizo tal conexión en relación con 

la disposición homóloga del artículo 8 de la Convención Europea de Derechos Humanos, decisión del 26 de 

marzo de 1985, Serie A Vol. 91, párrafo 22. 
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21	 El artículo 37 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de las Naciones Unidas dice: 

	 Los reclusos estarán autorizados para comunicarse periódicamente, bajo la debida vigilancia, con su familia 

y con amigos de buena reputación, tanto por correspondencia como mediante visitas. Reglas Mínimas para 

el Tratamiento de los Reclusos, adoptadas en el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención 

del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955 y aprobadas por el Consejo Econó-

mico y Social mediante resoluciones 663 C (XXIV) del 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) del 13 de mayo de 

1977. 

22	 Sobre este tema véanse los siguientes informes de la Comisión: Caso Miskito, páginas 31-2, Caso Cuba, 

página 62 (1983), y Caso Uruguay (1983-84), página 130, párrafo 10. 
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I.	 Hechos Denunciados 

1.	 El 22 de febrero de 1995, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 

adelante, “la Comisión”) recibió una petición de fecha 8 de febrero de 1995 en la que se 

alegaba que los artículos 109, 110, 113, 114, 115, 131, 133, 255 y 317 del Código Civil 

de la República de Guatemala (en adelante, “el Código Civil”), que definen el papel de 

cada cónyuge dentro del matrimonio, establecen distinciones entre hombres y mujeres 

que son discriminatorias y violatorias de los artículos 1.1., 2, 17 y 24 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, “la Convención Americana”). 

2.	 Los peticionarios, el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional y María Eugenia 

Morales de Sierra, indicaron que el artículo 109 del Código Civil confiere al marido la 

representación conyugal, en tanto que el artículo 115 establece las instancias excepcio-

nales en las que esta autoridad puede ser ejercida por la esposa. El artículo 131 faculta 

al esposo para administrar el patrimonio conyugal, en tanto que el artículo 133 dispone 

las excepciones limitadas a esta norma. El artículo 110 se refiere a las responsabilidades 

dentro del matrimonio, confiriendo a la esposa “el derecho y la obligación” especial de 

cuidar de los hijos menores y del hogar. El artículo 113 dispone que una mujer casada 

sólo puede ejercer una profesión o tener un empleo cuando ello no perjudique sus fun-

ciones de madre y ama de casa. Afirman que, de acuerdo con el artículo 114, el marido 

puede oponerse a las actividades fuera del hogar de la mujer toda vez que la sustente y 

tenga razones justificadas. En caso de controversia respecto a lo anterior, corresponderá 

la decisión a un juez. El artículo 255 confiere al marido la responsabilidad primaria de 

representar a los hijos de la unión matrimonial y de administrar sus bienes. El artículo 317 

dispone que, por virtud de su sexo, la mujer puede ser eximida del ejercicio de ciertas 

formas de tutela. 

3.	 Los peticionarios declararon que la constitucionalidad de estas disposiciones jurídi-

cas se había impugnado ante la Corte de Constitucionalidad de Guatemala en el caso 

84-92. En respuesta a ello, la Corte había dictaminado que las distinciones eran consti-

tucionales pues, entre otras cosas, ofrecían certeza jurídica en la asignación de las fun-

ciones dentro del matrimonio. Los peticionarios solicitaron que la Comisión determinara 

que esas disposiciones del Código Civil son incompatibles in abstracto con las garantías 

dispuestas en los artículos 1.1, 2, 17 y 24 de la Convención Americana. 

[…]
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IV.	Consideraciones sobre el fondo 

Consideraciones iniciales 

28. Desde el comienzo, conviene señalar que, pese a la presentación de varios proyectos 

de reforma ante las comisiones del Congreso de Guatemala encargadas de pronunciarse 

sobre tales iniciativas, a la fecha del presente Informe, los artículos pertinentes del Código 

Civil siguen vigentes en la República de Guatemala. En pocas palabras, el artículo 109 

dispone que la representación conyugal corresponde al marido, aunque ambos cónyuges 

tienen igual autoridad dentro del hogar3. El artículo 110 estipula que el marido tiene 

ciertas obligaciones de proteger y asistir a la esposa, en tanto ésta tiene el derecho y la 

obligación especiales de cuidar de los hijos menores y del hogar4. El artículo 113 estable-

ce que la esposa puede ejercer una profesión o tener otras responsabilidades fuera del 

hogar sólo en la medida en que ello no perjudique sus responsabilidades en el hogar5. El 

artículo 114 establece que el marido puede oponerse a que la esposa desempeñe activi-

dades fuera del hogar cuando brinde un sustento adecuado del hogar y tenga “motivos 

suficientemente justificados”. De ser necesario, un juez resolverá las disputas que pue-

dan plantearse en este aspecto6. El artículo 115 afirma que la representación conyugal 

puede ser ejercida por la esposa cuando el marido no lo hace, particularmente cuando 

abandone el hogar, se encuentre detenido o ausente por otras razones7. El artículo 131 

establece que el marido administrará el patrimonio conyugal8. El artículo 133 establece 

excepciones a esta norma sobre la misma base establecida en el artículo 1159. El artículo 

255 dispone que, en los casos en que el marido y la esposa ejerzan la patria potestad, el 

marido representará a los menores y administrará sus bienes10. El artículo 317 establece 

que ciertas clases específicas de personas pueden ser exceptuadas de ejercer algunas 

formas de tutela, incluidas, entre otras, las mujeres11.

[…]

Derecho de María Eugenia Morales de Sierra a igual protección y a igualdad ante 

la ley

31.	 El derecho a igual protección de la ley establecido en el artículo 24 de la Convención 

Americana exige que la legislación nacional acuerde las protecciones sin discriminación. Las 

diferencias de tratamiento en circunstancias por lo demás similares, no necesariamente son 

discriminatorias.13 Una distinción que se basa en “criterios razonables y objetivos” podría 

servir un interés legítimo del Estado en conformidad con las disposiciones del artículo 24.14 

En realidad, podría ser necesaria para hacer justicia o proteger a personas que requieren la 
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aplicación de medidas especiales.15 Una distinción basada en criterios razonables y objetivos 

(1) persigue un propósito legítimo y (2) emplea medios proporcionales al fin que se busca.16

32.	 De acuerdo con el estatus de Guatemala como Estado parte de la Convención sobre 

la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer17 y conforme a lo 

dispuesto en el artículo 29 de la Convención Americana18, es preciso señalar que el artículo 

15(1) de aquélla exige que los Estados partes garanticen la igualdad del hombre y la mujer 

ante la ley. El artículo 15(2) especifica que la mujer debe merecer la misma capacidad jurídi-

ca que los hombres en los asuntos civiles, en particular respecto de la concertación de con-

tratos y la administración de bienes, y las mismas oportunidades para ejercer esa condición. 

La discriminación contra la mujer, de acuerdo con la definición de esta Convención, es: 

Toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o 

por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 

independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y 

la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas 

política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

Esta definición, respondiendo, como lo hace, a causas y consecuencias específicas de dis-

criminación por género, abarca formas de desventaja sistemática que afectan a la mujer 

que podrían no haber estado contempladas en normas anteriores. 

33.	 En las actuaciones ante la Comisión, el Estado no ha controvertido el hecho de que 

los artículos 109, 110, 113, 114, 115, 131, 133, 255 y 317 del Código Civil crean, entre 

la mujer casada y el hombre casado, distinciones que se basan en el sexo; en realidad, 

ha reconocido que algunos aspectos de las disposiciones impugnadas son incongruentes 

con las disposiciones sobre igualdad y no discriminación de la Constitución, la Conven-

ción Americana y la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimina-

ción contra la Mujer.  

[…]

36.	 La Comisión observa que las garantías de igualdad y no discriminación consagradas en 

la Convención Americana y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

reflejan bases esenciales del propio concepto de derechos humanos. Como lo ha afirmado 

la Corte Interamericana, estos principios se desprenden “directamente de la unidad de na-

turaleza del género humano y [son] inseparable[s] de la dignidad esencial de la persona”.19 

Las distinciones estatutarias basadas en criterios vinculados a condiciones tales como la raza 

o el sexo, exigen un escrutinio más intenso. Lo que la Corte y la Comisión Europeas han afir-

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2010. Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. 
Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

https://www.cejil.org/ 

Libro completo en: https://goo.gl/LN1cKq



Com
isión ID

H
 - M

aría Eugenia M
orales de Sierra vs. G

uatem
ala

99

mado también rige para las Américas, es decir, que dado que “el avance de la igualdad de 

los sexos es hoy un objetivo muy importante”, … “tendrían que mediar razones de mucho 

peso” para justificar una distinción basada únicamente en razones de sexo.20  

37.	 Las distinciones de género objeto de estudio han sido defendidas dentro del marco 

del derecho interno esencialmente sobre la base de la necesidad de la certeza y seguridad 

jurídicas, de la necesidad de proteger el hogar y a los hijos, respecto de valores guatemal-

tecos tradicionales, y, en ciertos casos, de la necesidad de proteger a la mujer en su cali-

dad de esposa y madre. Sin embargo, la Corte de Constitucionalidad no intentó probar 

la validez de estos asertos o sopesar otras posiciones, y la Comisión no está persuadida 

de que las distinciones citadas sean siquiera congruentes con los objetivos articulados. 

Por ejemplo, el hecho de que el artículo 109 excluya a la mujer casada del ejercicio de 

la representación conyugal, excepto en circunstancias extremas, no contribuye a una 

administración ordenada de la justicia ni favorece su protección, la de su hogar o la de 

sus hijos. Por el contrario, priva a la mujer casada de la capacidad jurídica necesaria para 

invocar la protección judicial que una administración ordenada de la justicia y la Conven-

ción Americana exigen esté a disposición de toda persona.   

38.	 Al exigir que la mujer casada -en este caso María Eugenia Morales de Sierra- de-

penda de su marido para representar a la unión, los términos del Código Civil imponen 

un sistema en el que la capacidad de aproximadamente una mitad de la población de las 

personas casadas para actuar en una serie de cuestiones esenciales está subordinada a la 

voluntad de la otra mitad. El efecto global de las disposiciones impugnadas es denegar 

a la mujer casada su autonomía legal.21 El hecho de que el Código Civil prive a María 

Eugenia Morales de Sierra, como mujer casada, de la capacidad legal a la que otros gua-

temaltecos tienen derecho, hace vulnerables sus derechos a una violación sin recurso.22 

39.	 En el caso actual, la Comisión considera que las distinciones basadas en el género 

establecidas en los artículos impugnados no pueden justificarse y contravienen el derecho 

de María Eugenia Morales de Sierra establecido en el artículo 24. Esas restricciones tienen 

efecto inmediato y se plantean sencillamente en virtud del hecho de que las disposiciones 

citadas están vigentes. Como mujer casada, se le han negado en base a su sexo protec-

ciones de que gozan los hombres casados y otros guatemaltecos. Las disposiciones que 

impugna restringen, entre otras cosas, su capacidad jurídica, su acceso a los recursos, su 

posibilidad de concertar cierto tipo de contratos (vinculados, por ejemplo, al patrimonio 

conyugal), de administrar esos bienes y de invocar recursos administrativos o judiciales, y 

tienen el efecto ulterior de reforzar las desventajas sistemáticas que impiden la capacidad 

de la víctima para ejercer una serie de otros derechos y libertades. 
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El caso de María Eugenia Morales de Sierra y protección a la familia: igualdad de 

derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades en el matrimonio  

40.	 El artículo 17(1) de la Convención Americana establece los derechos vinculados a 

la vida familiar de acuerdo con la disposición de que, como “elemento natural y funda-

mental de la sociedad”, la familia “debe ser protegida por la sociedad y el Estado”.  El 

derecho a contraer matrimonio y fundar una familia está sujeto a ciertas condiciones del 

derecho nacional, aunque las limitaciones que por esa vía se introducen no deben ser 

tan restrictivas que “se dificulte la propia esencia del derecho”.23 El artículo 17(4), que 

deriva del artículo 16(1) de la Declaración Universal de Derechos Humanos, especifica 

que “[l]os Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad 

de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges” en el 

matrimonio y en su disolución. A este respecto, el artículo 17(4) es la “aplicación con-

creta” del principio general de igual protección y no discriminación en el matrimonio, 

del artículo 24.24

41.	 En el caso de Guatemala y de otros Estados partes, la Convención sobre la Elimina-

ción de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer especifica las medidas que 

deben adoptarse para garantizar una igualdad sustantiva en la legislación sobre la familia 

y las relaciones familiares. De acuerdo con el artículo 16 de esa Convención, los Estados 

parte deben garantizar, entre otras cosas, sobre la base de la “igualdad entre hombres y 

mujeres”, los mismos derechos y deberes con respecto al ejercicio de la custodia y otros 

tipos de tutela de los hijos; los “mismos derechos personales… a elegir apellido, profe-

sión y ocupación”; y los mismos derechos con respecto a la propiedad, administración y 

disposición de los bienes.  

42.	 Los peticionarios han indicado que los citados artículos del Código Civil impiden 

a la esposa y al marido el ejercicio equitativo de sus derechos y el pleno cumplimiento 

de sus responsabilidades en el matrimonio. María Eugenia Morales de Sierra alega que, 

aunque su vida familiar se basa en el principio del respeto recíproco, el hecho de que la 

ley atribuya autoridad exclusiva a su marido en la representación conyugal y de los hijos 

menores, crea un desequilibrio en el peso de la autoridad ejercida por cada cónyuge den-

tro del matrimonio, desequilibrio que puede percibirse dentro de la familia, la comunidad 

y la sociedad. Si bien la víctima, como madre, tiene el derecho y el deber de proteger los 

mejores intereses de sus hijos menores, la ley le quita la capacidad legal para ello.  

43.	 Como se señaló, los artículos impugnados del Código Civil establecen distintas fun-

ciones para cada cónyuge. El marido es responsable del sustento financiero del hogar 
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y la mujer es responsable del cuidado del hogar y de los hijos (artículo 110). La esposa 

puede trabajar fuera del hogar sólo en la medida en que ello no perjudique sus funcio-

nes legalmente definidas en él (artículo 113), en cuyo caso, su marido tiene derecho a 

oponerse a dichas actividades (artículo 114). El marido representa a la unión conyugal 

(artículo 109), controla el patrimonio conyugal (artículo 131), representa a los hijos me-

nores y administra sus bienes (artículo 255). La Corte de Constitucionalidad caracterizó la 

reglamentación del matrimonio por el Estado como fuente de certeza y seguridad jurídica 

para cada cónyuge y defendió la distinción de funciones sobre la base de que las normas 

establecen preferencias que no son discriminatorias, sino protectoras.  

44.	 La Comisión halla que, lejos de asegurar la “igualdad de derechos y la adecuada 

equivalencia de responsabilidades” dentro del matrimonio, las disposiciones citadas insti-

tucionalizan desequilibrios en los derechos y deberes de los cónyuges. Si bien el artículo 

110 sugiere una división de tareas entre las responsabilidades financieras del marido y 

las responsabilidades domésticas de la esposa, corresponde señalar que, de acuerdo con 

el artículo 111, la esposa con una fuente separada de ingreso tiene que contribuir al 

mantenimiento del hogar o sustentarlo en su totalidad, si su marido no puede hacerlo. El 

hecho de que la ley otorgue una serie de capacidades legales exclusivamente al marido 

establece una situación de dependencia de jure para la esposa y crea un desequilibrio in-

corregible en la autoridad de los esposos dentro del matrimonio. Además, las disposicio-

nes del Código Civil aplican conceptos estereotipados de las funciones de la mujer y del 

hombre que perpetúan una discriminación de facto contra la mujer en la esfera familiar 

y que tienen el efecto ulterior de dificultar la capacidad de los hombres para desarrollar 

plenamente sus papeles dentro del matrimonio y de la familia. Los artículos en cuestión 

crean desequilibrios en la vida familiar, inhiben el rol del hombre respecto del hogar y 

los hijos y, en tal sentido, privan a éstos de una atención plena y equitativa de ambos 

padres. “Una familia estable es aquella que se basa en los principios de equidad, justicia 

y realización individual de cada uno de sus integrantes”.25 

45.	 En el caso de la Sra. Morales de Sierra, la Comisión concluye que los artículos im-

pugnados obstaculizan el deber del Estado de proteger a la familia al imponer un régi-

men que impide que la víctima ejerza sus derechos y cumpla sus responsabilidades dentro 

del matrimonio en pie de igualdad con su esposo. El Estado no ha adoptado las medidas 

para garantizar la igualdad de derechos y equilibrar las responsabilidades dentro del ma-

trimonio. En consecuencia, en este caso, el régimen conyugal vigente es incompatible 

con las disposiciones del artículo 17(4) de la Convención Americana, leído con referencia 

a los requisitos del artículo 16(1) de la Convención sobre la Eliminación de Todas las For-

mas de Discriminación contra la Mujer.  
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Protección de la honra y de la dignidad y el caso actual  

46.	 El artículo 11(1) de la Convención Americana establece que toda persona tiene dere-

cho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. De acuerdo con el artículo 

11(2), “nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en 

la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra 

o reputación”. El artículo 11(3) dispone que este derecho debe ser protegido por la ley. 

Las disposiciones del artículo 11 abarcan una serie de factores que hacen a la dignidad del 

individuo, incluyendo, por ejemplo, la capacidad para desarrollar la propia personalidad y 

aspiraciones, determinar su propia identidad y definir sus propias relaciones personales.26

47.	 Un objetivo principal del artículo 11 es proteger a las personas de la acción arbitraria 

de las autoridades del Estado que infrinja su esfera privada.27 Claro que, cuando es necesario 

que el Estado regule materias de esta esfera para proteger los derechos de terceros, no sólo 

ello se justifica, sino que es necesario. La garantía contra la arbitrariedad tiene el propósito 

de asegurar que toda reglamentación (u otra medida) de este tipo sea congruente con las 

normas y objetivos de la Convención, y sea razonable en las circunstancias imperantes.28

48.	 Los peticionarios sostienen que los citados artículos del Código Civil, particularmente 

por cuanto restringen la capacidad de María Eugenia Morales de Sierra para ejercer su 

profesión y disponer de sus bienes, constituyen una injerencia arbitraria en su derecho al 

respeto de su vida privada. A lo largo de las actuaciones, la víctima ha indicado que las 

disposiciones citadas le impiden ejercer la autoridad sobre aspectos básicos de su vida 

cotidiana en relación con su matrimonio, el hogar, sus hijos y sus bienes. Si bien ella y su 

marido organizan el hogar sobre la base del respeto mutuo, su condición en la familia, en 

la comunidad y en la sociedad está limitada por la atribución de autoridad a su marido 

para representar la unión conyugal y a sus hijos menores. Aunque el patrimonio conyugal 

ha sido obtenido a través del sacrificio mutuo, la ley le impide administrarlo. Además, si 

bien su esposo nunca se opuso a que ejerciera su profesión, la ley lo autoriza a hacerlo en 

cualquier momento. Señala que aunque existen cada vez mayores oportunidades para que 

la mujer se incorpore plenamente al proceso de la vida nacional y del desarrollo, las mujeres 

casadas, como ella, se ven constantemente obstaculizadas por el hecho de que la ley no les 

reconoce una condición jurídica equivalente a la que tienen otros ciudadanos.  

49.	 Las disposiciones en cuestión han sido defendidas dentro del marco del derecho inter-

no sobre la base de que sirven para proteger a la familia, en particular a los hijos. Sin embar-

go, no se ha demostrado vínculo alguno entre el condicionamiento del derecho de la mujer 

casada a trabajar a la aprobación del esposo, o la subordinación del control por la esposa 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2010. Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. 
Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

https://www.cejil.org/ 

Libro completo en: https://goo.gl/LN1cKq



Com
isión ID

H
 - M

aría Eugenia M
orales de Sierra vs. G

uatem
ala

103

del patrimonio conyugal al del marido, y la protección efectiva de la familia o los hijos. Al 

imponer éstas y otras formas de subordinación del rol de la esposa, el Estado priva a la mujer 

casada de su autonomía para elegir y adoptar opciones en su desarrollo y sustento personal. 

Esta legislación, más específicamente por la manera en que hace depender el derecho de la 

mujer a trabajar del consentimiento de su esposo, niega a la mujer el derecho equitativo a 

buscar empleo y beneficiarse de la mayor autodeterminación que ello comporta. 

50.	 Se oponga o no el esposo de la víctima -en este caso María Eugenia de Sierra- a 

que ésta ejerza su profesión29 ello no resulta decisivo a este respecto. El análisis apunta al 

hecho de que la legislación infringe la esfera personal de la víctima de una manera que 

no se puede justificar. El solo hecho de que el esposo de María Eugenia Morales de Sierra 

se pueda oponer a que ella trabaje, mientras que ella no tiene derecho a oponerse a eso, 

implica una discriminación. Esta discriminación tiene consecuencias desde el punto de 

vista de su presencia en la sociedad guatemalteca, y refuerza hábitos culturales respecto 

a los cuales la Comisión ha comentado en su Informe sobre la Condición de la Mujer en 

las Américas.30 Como mujer casada, la ley no le acuerda los mismos derechos o el mismo 

reconocimiento que a otros ciudadanos y no puede ejercer las mismas libertades que 

éstos en la realización de sus aspiraciones. Esta situación tiene un efecto pernicioso en la 

opinión pública de Guatemala, y en la posición y la condición de María Eugenia Morales 

de Sierra dentro de su familia, la comunidad y la sociedad.  

Obligación del Estado de respetar y garantizar los derechos de María Eugenia Mo-

rales de Sierra sin discriminación, y de adoptar disposiciones de derecho interno 

51.	 Como queda demostrado en el análisis que antecede, el Estado de Guatemala no 

ha cumplido las obligaciones que le impone el artículo 1(1) de la Convención America-

na de “respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y 

pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación algu-

na por motivos de … sexo…”. “Todo menoscabo a los derechos humanos reconocidos 

en la Convención que pueda ser atribuido, según las reglas del Derecho Internacional, 

a la acción u omisión de cualquier autoridad pública, constituye un hecho imputable 

al Estado que compromete su responsabilidad en los términos previstos por la misma 

Convención”.31 El artículo 1 impone obligaciones negativas y positivas al Estado en la 

consecución del objetivo de garantizar los derechos en forma práctica y efectiva. 

52.	 Los artículos 109, 110, 113, 114, 115, 131, 133, 255 y 317 tienen un efecto continuo 

y directo en la víctima en este caso, al contravenir su derecho a igual protección y a estar 

libre de toda discriminación, al no brindar protección para garantizar que sus derechos y 
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responsabilidades en el matrimonio sean iguales y equilibrados con los de su esposo, y al 

no defender su derecho al respeto de su dignidad y su vida privada. Una persona que goza 

de igual protección y reconocimiento ante la ley está facultada para actuar a fin de asegurar 

otros derechos ante actos públicos o privados. A la inversa, la discriminación de género difi-

culta o anula la capacidad de la mujer para ejercer libre y plenamente sus derechos y da lu-

gar a una serie de consecuencias.32 El sistema interamericano ha reconocido, por ejemplo, 

que la violencia por razones de género es “una manifestación de las relaciones de poder 

históricamente desiguales entre mujeres y hombres”.33 “Las actitudes tradicionales confor-

me a las cuales la mujer es considerada subordinada del hombre o conforme a las que se 

considera que tiene funciones estereotipadas perpetúan prácticas difundidas que conllevan 

violencia o coerción, como la violencia y el abuso familiares.34 A su vez, la subordinación 

económica de jure o de facto, “obliga a la mujer a soportar relaciones de violencia”.35

53.	 Reconociendo que la defensa y la protección de los derechos humanos descansan 

necesariamente y ante todo en el sistema interno, el artículo 2 de la Convención dispone 

que los Estados partes adoptarán la legislación y demás medidas necesarias para hacer 

efectivo todo derecho o libertad aún no garantizado en el derecho y la práctica internas. 

En el caso actual, el Estado no ha adoptado las medidas legislativas necesarias para mo-

dificar, derogar o en definitiva dejar sin efecto los artículos 109, 110, 113, 114, 115, 131, 

133, 255 y 317, que discriminan contra la víctima y contra las demás mujeres casadas, en 

violación de los artículos 24, 17 y 11 de la Convención Americana. Cuando se impugnó la 

constitucionalidad de los artículos cuestionados, el Estado, actuando a través de su Corte 

de Constitucionalidad, no respondió en conformidad con las normas de la Convención 

Americana.36 Aunque las autoridades nacionales e internacionales pertinentes han identi-

ficado estos artículos y señalado su incompatibilidad con las obligaciones que el derecho 

nacional e internacional impone al Estado, las disposiciones siguen vigentes.37

54.	 La obligación de respetar y garantizar los derechos de la Convención exige la adop-

ción de todos los medios necesarios para garantizar el goce de los derechos de María 

Eugenia Morales de Sierra en forma efectiva. El incumplimiento por el Estado de las obli-

gaciones establecidas en los artículos 1 y 2 de la Convención genera una responsabilidad 

hacia la víctima, de acuerdo con los principios de la responsabilidad internacional, por todos 

los actos, públicos y privados, cometidos en virtud de la discriminación efectuada hacia su 

persona en violación de los derechos reconocidos en la Convención Americana y en otros 

tratados aplicables. De acuerdo con los mismos principios, el Estado de Guatemala tiene 

la obligación de reparar las consecuencias de las violaciones establecidas, inclusive a través 

de las medidas para restituir los derechos de María Eugenia Morales de Sierra en la plena 

medida posible, y para proporcionarle una indemnización justa por los daños causados. Las 
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medidas de reparación tienen el propósito de brindar a la víctima una compensación efec-

tiva, con el objetivo esencial de efectuar un pleno resarcimiento por los daños sufridos.38

[…]

VI.	Conclusiones

83.	 Con base en el análisis y las conclusiones expuestas, la Comisión concluye que el Esta-

do ha cumplido en parte importante con las recomendaciones emitidas en el Informe 86/98. 

Reitera su conclusión que el Estado no ha cumplido su responsabilidad por haber violado los 

derechos de María Eugenia Morales de Sierra a igual protección, al respeto por su vida fami-

liar y al respeto por su vida privada establecidos en los artículos 24, 17 y 11 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en relación con el título y el inciso 1 del artículo 110 y 

el inciso 4 del artículo 317. En consecuencia, el Estado es responsable del incumplimiento de 

la obligación que le impone el artículo 1 de respetar y garantizar esos derechos consagrados 

en la Convención, así como de la obligación que le impone el artículo 2 de adoptar la legis-

lación y demás medidas necesarias para hacer efectivos esos derechos de la víctima. 

[…]

Notas
3	 El artículo 109 del Código Civil establece: “(Representación conyugal). La representación conyugal corres-

ponde al marido, pero ambos cónyuges tendrán en el hogar autoridad y consideraciones iguales; fijarán de 

común acuerdo el lugar de su residencia y arreglarán todo lo relativo a la educación y establecimiento de los 

hijos y a la economía familiar”.

4	 El artículo 110 del Código Civil establece: “(Protección a la mujer). El marido debe protección y asistencia a 

su mujer y está obligado a suministrarle todo lo necesario para el sostenimiento del hogar de acuerdo con 

sus posibilidades económicas. La mujer tiene especialmente el derecho y la obligación de atender y cuidar a 

sus hijos durante la menor edad y dirigir los quehaceres domésticos”.

5	 El artículo 113 del Código Civil establece: “(Mujer empleada fuera del hogar). La mujer podrá desempeñar 

un empleo, (38) ejercer una profesión, industria, oficio o comercio, (39) cuando ello no perjudique el interés 

y cuidado de los hijos ni las demás atenciones del hogar”. [Las notas 38 y 39 hacen referencia a artículos de 

la Constitución y Código de Comercio.]

6	 El artículo 114 del Código Civil establece: “El marido puede oponerse a que la mujer se dedique a activi-

dades fuera del hogar, siempre que suministre lo necesario para el sostenimiento del mismo y su oposición 

tenga motivos suficientemente justificados. El juez resolverá de plano lo que sea procedente”.

7	 El artículo 115 del Código Civil establece: “(Representación de la mujer). La representación conyugal será 

asumida por la mujer cuando por cualquier motivo deje de ejercerla el marido y especialmente en los casos 
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siguientes: 1º. Si se declara la interdicción del marido; 2º. Si el marido abandona voluntariamente el hogar, o 

se declara su ausencia; y 3º. Si el marido fuere condenado a prisión, y por todo el tiempo que ésta dure”.

8	 El artículo 131 del Código Civil establece: “En el régimen de comunidad absoluta o en el de comunidad de 

gananciales, el marido es el administrador del patrimonio conyugal, sin que sus facultades puedan exceder 

los límites de una administración regular. Cada cónyuge o conviviente tiene la libre disposición de los bienes 

que se encuentran inscritos a su nombre en los registros públicos, sin perjuicio de responder ante el otro por 

la disposición que hiciere de bienes comunes”.

9	 El artículo 133 del Código Civil establece: “(Administración de la mujer). La administración del patrimonio 

conyugal se transfiere a la mujer en los casos del artículo 115, con las mismas facultades, limitaciones y 

responsabilidades que establecen los artículos anteriores”.

10	 El artículo 255 del Código Civil establece: “Cuando la patria potestad la ejerzan conjuntamente el padre 

y la madre durante el matrimonio o la unión de hecho, la representación del menor o incapacitado y la 

administración de los bienes la tendrá el padre”.

11	 El artículo 317 del Código Civil establece: “(Excusa). Pueden excusarse de la tutela y protutela: 1º. Los que 

tengan a su cargo otra tutela o protutela; 2º. Los mayores de sesenta años; 3º. Los que tengan bajo su patria 

potestad tres o más hijos; 4º. Las mujeres; 5º. Los que por sus limitados recursos no puedan atender el cargo 

sin menoscabo de su subsistencia; 6º. Los que padezcan enfermedad habitual que les impida cumplir los 

deberes de su cargo; y 7º. Los que tengan que ausentarse de la República por más de un año”.

13	 Véase, por ejemplo, Corte Eur. de D.H., Caso de la lingüística belga, Ser. A Nº 6, pág. 34, párr. 10. 

14	 Véase, en general, ibid., Comité de D.H., Broeks vs. Países Bajos, Comm. Nº 172/1998, párr. 13, Zwaan de 

Vries vs. Países Bajos, Comm. Nº 182/1998, párr. 13. 

15	 Véase, por ejemplo, Corte IDH, Opinión Consultiva OC-4/84, “Propuesta de modificación a la Constitución 

Política de Costa Rica relacionada con la naturalización”, 19 de enero de 1984, párr. 56.

16 	 Véase, por ejemplo, el Caso de la lingüística belga, supra.

17  	 Guatemala ratificó la Convención el 12 de agosto de 1982. 

18 	 Véase, Corte I.D.H., “Otros tratados” objeto de la función consultiva de la Corte (Art. 64 Convención Ame-

ricana sobre Derechos Humanos), Opinión consultiva OC-1/82 del 24 de setiembre de 1982.  Serie A Nº 1, 

párrafos 41, 43. 

19	 Opinión Consultiva OC-4 supra, párr. 55.

20 	 Véase, por ejemplo, Corte Eur. De D.H., Karlheinz Schmidt vs. Alemania, Ser. A Nº 291-B, 18 de julio de 

1994, párr. 24, citando Schuler-Zgraggen vs. Suiza, Ser. A Nº 263, 24 de junio de 1993, párr. 67, Burghartz 

vs. Suiza, Ser. A Nº 280-B, 22 de febrero de 1994, párr. 27

21	 Véase, en general, Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Recomendación general 

Nº 21, “Igualdad en el matrimonio y las relaciones familiares”, ONU Doc. HRI/1/Rev. 1 (1994) párr. 7.

22  	 Véase, en general, Comité de D.H., Ato del Avellanal vs. Perú, Comm. Nº 202/1986, párr. 10.2.

23 	 Corte Eur. de D.H., Rees vs. Reino Unido, Ser. A Nº 106, 17 de octubre de 1986, párr. 50.

24 	 Véase OC-4/84, párr. 66.

25 	 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Recomendación general Nº 21, supra, párr. 24. 
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26 	 Véase, inter alia, Corte Europea de Derechos Humanos, Gaskin vs. Reino Unido, Ser. A Nº 169 (en relación 

con el interés del peticionario de acceder a los registros vinculados a su infancia y adolescencia); Niemetz vs. 

Alemania, Ser. A Nº 251-B, párr. 29 (donde se señala que el respeto a la vida privada incluye el derecho “a 

establecer y desarrollar relaciones” tanto personales como profesionales). 

27 	 Véase, en general, Corte Eur. de D.H., Kroon vs. Países Bajos, Ser. A Nº 297-B, párr. 31 (1994). 

28 	 Véase Comité de D.H., Toonan v. Australia, Comm. Nº 488/1992, párr. 8.3, citando, Comentario general 

16[32] sobre el artículo 17 (de ICCPR), Doc. CCPR/C/21/Rev. 1 (19 de mayo de 1989). 

29 	 En este caso, como se señala arriba, el esposo de la víctima no se ha opuesto el ejercicio de su profesión. 

30 	 Publicado en el Informe de la CIDH 1997, OEA/Ser.L/V/II.98 doc. 7 rev., 13 de abril de 1998. 

31 	 Caso Velásquez Rodríguez, párr. 164; Caso Godínez Cruz, párr. 173. 

32 	 Véase, en general, Informe sobre la Condición de la Mujer, supra, pág. 1023, 1050-52. 

33 	 Véase la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Con-

vención de Belém do Pará) preámbulo, artículo 7(e) [ratificada por Guatemala el 4 de abril de 1995]. 

34 	 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Recomendación general Nº 19, “Violencia 

contra la Mujer”, ONU doc. HR\GEB\1\Rev. 1, párr. 11 (1994); véase, en general, Convención de Belém do 

Pará, art.6 b. 

35 	 Recomendación general Nº 19, supra, párr. 23. 

36 	 Véase, Informe Nº 43/96, Caso 11.430, Mexico, OEA/Ser.L/V/II.95, Doc. 7 rev., 14 de marzo de 1997, párr. 

102. 

37 	 Véase Informe 28/98, supra, párr. 6, 7 y 23 (donde se registra la posición del propio Estado en el sentido de 

que los artículos en cuestión no se conforman con las obligaciones nacionales e internacionales); Comité 

para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 13° período de sesiones, A/49/38, Sessional [consi-

deración del informe sobre Guatemala], párrs. 44, 48, 70-71, 78-79, 81 (donde se expresa la preocupación 

del Comité respecto de las “disposiciones sumamente discriminatorias” del Código, que restringen o violan 

derechos fundamentales).   

38 	 Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez, Interpretación de la sentencia de indemnización compensatoria. 

Sentencia del 17 de agosto de 1990, Ser. C Nº 9, párrafo 27. 
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I.	 Resumen

1.	 El 16 de enero de 1996, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (“la 

Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una denuncia presentada por el Centro 

por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL o “los peticionarios”) en la cual se alega 

la responsabilidad internacional de los Estados Unidos Mexicanos (“el Estado”) por la 

detención ilegal, violación y tortura de las hermanas Ana, Beatriz y Celia González Pé-

rez, indígenas tzeltales, así como la posterior falta de investigación y reparación de tales 

hechos. Los peticionarios alegan que los hechos denunciados configuran la violación de 

varios derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (la 

“Convención Americana”): derecho a la integridad personal (artículo 5); libertad perso-

nal (artículo 7); garantías judiciales (artículo 8); protección de la honra y de la dignidad 

(artículo 11); derechos del niño (artículo 19); y protección judicial (artículo 25). 

2.	 Conforme a la denuncia, el 4 de junio de 1994 un grupo de militares detuvo en el 

estado de Chiapas, México, a las hermanas Ana, Beatriz, y Celia González Pérez y su madre 

Delia Pérez de González para interrogarlas, y las mantuvo privadas de su libertad durante 

dos horas. Los peticionarios alegan que durante dicho lapso las tres hermanas fueron se-

paradas de su madre, golpeadas y violadas en reiteradas ocasiones por los militares; que 

el 30 de junio de 1994 se presentó la denuncia al Ministerio Público Federal (Procuraduría 

General de la República o “PGR”) con base en un examen médico ginecológico; que la 

misma fue corroborada ante dicha institución por la declaración de Ana y Beatriz, las dos 

hermanas mayores; que el expediente fue trasladado a la Procuraduría General de Justicia 

Militar (“PGJM”) en septiembre de 1994; y que ésta decidió finalmente archivar el expe-

diente ante la falta de comparecencia de las mismas a declarar nuevamente y a someterse 

a pericias ginecológicas. Los peticionarios sostienen que el Estado faltó a su obligación de 

investigar los hechos denunciados, castigar a los responsables y reparar las violaciones. 

[…]

IV.	Análisis 

A.	 Derecho a la libertad personal (Artículo 7 de la Convención Americana) 

13.	 El artículo 7(1) de la Convención Americana garantiza a toda persona el derecho a 

la libertad y a la seguridad personales. De acuerdo a la denuncia, el 4 de junio de 1994 

las hermanas Ana, Beatriz, y Celia González Pérez y su madre Delia Pérez de González 

“fueron detenidas ilegalmente por miembros del Ejército Federal Mexicano en el retén 
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militar localizado en el camino que va rumbo al ejido Jalisco, en el municipio de Altamira-

no, estado de Chiapas, aproximadamente a las 2:30 p.m., al regresar ellas de un poblado 

vecino donde fueron a vender productos agrícolas”.5

14.	 Agregan que, en el momento de la detención, “los militares empezaron a hostilizar-

las y torturarlas para que confesaran su participación en el EZLN… por ser ellas indígenas 

de la etnia tzeltal, no hablan prácticamente el castellano, y por ende no podían contestar 

el interrogatorio”.6 De acuerdo a la denuncia, los militares separaron en ese momento 

a las hermanas de su madre y las introdujeron a un cuarto de madera donde seguiría 

supuestamente el interrogatorio. 

15.	 Los peticionarios sostienen que las amenazas siguieron dentro de dicho cuarto, con 

participación de un oficial de mayor rango, quien habría ordenado a otros soldados que 

entraran y sujetaran a las mujeres. La denuncia alega que luego las tres hermanas fueron 

violadas repetidamente por los militares presentes, hasta las 4:30 p.m. A continuación, se 

permitió ingresar a la madre al cuarto y que el oficial, ayudado por un intérprete, “ame-

nazó a las víctimas indicándoles que si denunciaban los hechos las volvería a detener para 

recluirlas en el penal de Cerro Hueco o bien matarlas”.7

[…]

B.	 Derecho a la integridad personal y a la protección de la honra y de la digni-

dad (Artículos 5 y 11 de la Convención Americana)

28.	 Corresponde ahora analizar los elementos referentes a lo que aconteció en el cuarto 

cerrado, próximo al retén donde fueron detenidas las hermanas tzeltales en Chiapas, a la 

luz de las disposiciones aplicables de la Convención Americana.

[…]

32.	 La Comisión se referirá ahora a los hechos relatados por los peticionarios y susten-

tados en documentos que no fueron controvertidos por el Estado mexicano. La CIDH 

tiene como cierto que el 29 de junio de 1994, la Dra. Guadalupe Peña Millán, profesio-

nal médica certificada, practicó un examen médico ginecológico a cada una de las tres 

hermanas y constató que persistían las huellas de la violación, a más de 20 días de los 

hechos denunciados. Dicha prueba médica se acompañó a la denuncia formulada el 30 

de junio de 1994 a la oficina de la PGR en San Cristóbal de las Casas, Chiapas. El 30 de 

agosto de 1994, Ana y Beatriz González Pérez ratificaron y ampliaron su denuncia ante 
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dicha autoridad dentro de la Averiguación Previa 64/94 que se había iniciado con base en 

la denuncia. 

33.	 El informe médico no controvertido por el Estado mexicano está fechado el 29 de 

junio de 1994, y lleva la firma de la doctora Guadalupe Peña Millán, quien se identifica 

con el título y cédula profesional Nº 1182409 debidamente registrados y manifiesta que 

“queda en disposición de realizar cualquier aclaración”. El informe médico describe deta-

lladamente el examen practicado a las tres hermanas, así como las circunstancias del mis-

mo. En tal sentido, la Dra. Peña Millán explica que las mujeres “simultáneamente pasaron 

primero a recibir apoyo emocional y tres horas después fueron canalizadas al consultorio 

médico; apoyadas por una traductora, se les explicaron las razones por las que se debía 

hacer la revisión médica, y si deseaban que se les realizara, describiendo detalladamente 

en qué consistiría la misma, y recibiendo respuesta afirmativa”. 

[…]

38.	 La CIDH considera que el documento arriba resumido contiene información precisa, 

con detalles específicos, que revelan un examen profesional detallado de las tres víctimas 

en este caso. La prueba médica fue presentada en tiempo y forma, a pesar de lo cual 

no fue disputada -ni siquiera considerada- en el marco de un procedimiento ajustado a 

derecho en México. Aunque tenía la carga de la prueba en el trámite del caso ante la Co-

misión Interamericana, el Estado mexicano no cumplió con su obligación de desvirtuar las 

acusaciones presentadas de manera seria y fundada. La Comisión Interamericana, por lo 

tanto, asigna valor de plena prueba al certificado médico expedido por la Dra. Guadalupe 

Peña Millán el 29 de junio de 1994 en San Cristóbal de las Casas, Chiapas. 

39.	 La Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha definido reciente-

mente una serie de principios que deben tomar en cuenta los profesionales médicos en la 

investigación de denuncias sobre tortura.18 De acuerdo a tales principios, la conducta de 

los médicos debe ajustarse en todo momento “a las normas éticas más estrictas” y con-

tar con el consentimiento de la persona a ser examinada. Los exámenes se desarrollarán 

conforme a la práctica médica, y “nunca en presencia de agentes de seguridad u otros 

funcionarios del gobierno”. El “informe fiel” que debe redactar de inmediato el experto 

médico deberá incluir, como mínimo, los siguientes elementos: 

i)	 Las circunstancias de la entrevista: el nombre del sujeto y la filiación de todos los 

presentes en el examen; la fecha y hora exactas; la situación, carácter y domicilio de la 

institución (incluida la habitación, cuando sea necesario) donde se realizó el examen 

(por ejemplo, centro de detención, clínica, casa, etc.); las circunstancias del sujeto en el 
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momento del examen (por ejemplo, cualquier coerción que fuera objeto a su llegada 

o durante el examen, la presencia de fuerzas de seguridad durante el examen, la con-

ducta de las personas que acompañaban al prisionero, posibles amenazas proferidas 

contra la persona que realizó el examen, etc.) ; y cualquier otro factor pertinente.

ii)	 Historial: exposición detallada de los hechos relatados por el sujeto durante la 

entrevista, incluidos los presuntos métodos de tortura o malos tratos, el momento 

en que supuestamente se produjeron los actos de tortura o malos tratos y cualquier 

síntoma físico o psicológico que afirmara padecer el sujeto.

iii)	 Examen físico y psicológico: descripción de todos los resultados obtenidos tras 

el examen clínico físico y psicológico, incluidas las pruebas de diagnóstico corres-

pondientes y, cuando fuera posible, fotografías en color de todas las lesiones.

iv)	 Opinión: interpretación de la relación que pudiera existir entre los síntomas 

físicos y psicológicos y posibles torturas o malos tratos. Tratamiento médico o psico-

lógico recomendado o necesidad de exámenes posteriores.

v)	 Autoría: el informe deberá ir firmado y en él se identificará claramente a las 

personas que llevaron a cabo el examen.

40.	 El informe médico cuyos parámetros define Naciones Unidas debe tener carácter 

confidencial y entregarse a la presunta víctima o el representante que la misma designe. 

Agrega que “el informe también se remitirá por escrito, cuando proceda, a la autoridad 

encargada de investigar los presuntos actos de tortura o malos tratos”. 

41.	 El examen médico practicado a las hermanas González Pérez reúne los parámetros 

establecidos por las Naciones Unidas. En efecto, relata las circunstancias en que tuvo 

lugar la entrevista con el nivel de detalle necesario, con datos suficientemente preci-

sos y consistentes; se incluye la interpretación de la profesional acerca de los motivos 

probables de las lesiones constatadas, así como la recomendación del tratamiento res-

pectivo; y se identifica a la médica, quien se pone a disposición para las aclaraciones 

necesarias.

42.	 La CIDH establece, con base en el informe médico no controvertido debidamente y 

en los demás elementos de prueba disponibles, que Ana, Beatriz y Celia González Pérez 

fueron sometidas a un interrogatorio ilegal, en medio de abusos físicos que incluyeron la 

violación sexual de las tres hermanas. Tales hechos fueron perpetrados el 4 de junio de 

1994 en Altamirano, Chiapas, por un grupo de militares mientras las hermanas se hallaban 

privadas ilegítimamente de su libertad. El contexto en que sucedieron tales hechos conduce 

igualmente a la conclusión de que fueron cometidos con el fin de amedrentar a las tres 

mujeres por sus presuntos vínculos con el EZLN. La CIDH establece además que, como con-
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secuencia de la humillación generada por este cuadro de abusos, las hermanas González 

Pérez y su madre tuvieron que abandonar su lugar de residencia habitual y su comunidad. 

43.	 El artículo 5(1) de la Convención Americana establece que “[t]oda persona tiene 

derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral”. El artículo 5(2) del mismo 

instrumento internacional prohibe de manera absoluta la tortura y garantiza el respeto a 

la dignidad humana de las personas privadas de su libertad. La Convención Interamerica-

na para Prevenir y Sancionar la Tortura define esta práctica aberrante: 

Se entenderá por tortura todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a 

una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación crimi-

nal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como 

pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la aplicación sobre 

una persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir 

su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica. 

44.	 Asimismo, el artículo 11 de la Convención Americana garantiza a toda persona el 

derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad, y establece que “nadie 

puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, 

en su domicilio o en su correspondencia ni de ataques ilegales a su honra o reputación”. 

45.	 La violación sexual cometida por miembros de las fuerzas de seguridad de un 

Estado contra integrantes de la población civil constituye en todos los casos una grave 

violación de los derechos humanos protegidos en los artículos 5 y 11 de la Convención 

Americana, así como de normas de derecho internacional humanitario. En efecto, en 

su veredicto final del Caso Čelebići, la Corte Penal Internacional para la Ex Yugoslavia 

(ICTY, por sus siglas en inglés) sostuvo expresamente que “no cabe duda de que la vio-

lación y otras formas de ataque sexual están expresamente prohibidas bajo el derecho 

internacional”.19 Por su parte, la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre violencia 

contra la mujer explica que la agresión sexual en el marco de un conflicto armado “a 

menudo se considera y practica como medio para humillar al adversario” y que “las 

violaciones en la guerra también han servido para aterrorizar a las poblaciones e inducir 

a los civiles a huir de sus hogares y aldeas”. Agrega que las consecuencias de la violen-

cia sexual “son devastadoras para las víctimas desde el punto de vista físico, emocional 

y psicológico”.20

46.	 La CIDH recuerda además que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancio-

nar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“Convención de Belém do Pará”) garantiza a 

toda mujer el derecho a una vida libre de violencia.21 
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47.	 En el derecho internacional, bajo determinadas circunstancias, la violación constitu-

ye además tortura. La CIDH así lo ha afirmado en el caso de una mujer que fue vejada y 

hostigada por su presunta participación en un grupo armado disidente: 

La violación produce un sufrimiento físico y mental en la víctima. Además de la 

violencia sufrida al momento que se perpetra, las víctimas habitualmente resultan 

lesionadas o, en algunos casos, aún quedan embarazadas. El hecho de ser objeto 

de un abuso de esta naturaleza les ocasiona asimismo un trauma psicológico que 

resulta, por un lado, del hecho de ser humilladas y victimizadas y por el otro, de 

sufrir la condena de los miembros de su comunidad, si denuncian los vejámenes de 

los que fueron objeto. 

Raquel Mejía fue violada con el objeto de castigarla personalmente y de intimidarla. 

Según surge de su testimonio, el individuo que abusó sexualmente de su persona 

le manifestó que ella también había sido requerida como subversiva, al igual que 

su esposo…22

48.	 El Relator Especial de las Naciones Unidas contra la Tortura ha señalado que la vio-

lación es uno de los métodos de tortura física, utilizada en algunos casos para castigar, 

intimidar y humillar.23 En términos similares, la Corte Europea de Derechos Humanos 

determinó: 

La violación de una persona detenida por un agente del Estado debe considerarse 

como una forma especialmente grave y aberrante de tratamiento cruel, dada la fa-

cilidad con la cual el agresor puede explotar la vulnerabilidad y el debilitamiento de 

la resistencia de su víctima. Además, la violación deja profundas huellas psicológicas 

en la víctima que no pasan con el tiempo como otras formas de violencia física y 

mental. 24

49.	 El concepto ha sido desarrollado en los últimos años, particularmente en casos so-

metidos al conocimiento de la Corte Penal Internacional para la Ex Yugoslavia. En el caso 

Furundžija, este tribunal sostuvo:

Como se ha evidenciado en la jurisprudencia internacional, los informes del Comité 

de Derechos Humanos de las Naciones Unidas y el Comité de Naciones Unidas con-

tra la Tortura, los del Relator Especial de los pronunciamientos públicos del Comité 

Europeo para la Prevención de la Tortura, esta práctica ignominiosa y cruel pue-

de tomar varias formas. La jurisprudencia internacional y los informes del Relator 

Especial demuestran un impulso hacia la definición de la violación como tortura 

cuando se verifica en el marco de la detención e interrogatorio de las personas y, en 

consecuencia, como una violación del derecho internacional. La violación se utiliza 

por el propio interrogador o por otras personas asociadas con el interrogatorio de 
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una persona detenida, como medio de castigar, intimidar, coaccionar o humillar a la 

víctima, o de obtener información, o una confesión de la víctima o de una tercera 

persona.25

50.	 Los hechos aquí establecidos son particularmente graves, ya que una de las mujeres 

violadas era menor de edad y, en tal carácter, objeto de protección especial de la Conven-

ción Americana. Además, la violación se perpetró mientras las tres mujeres estaban de-

tenidas ilegítimamente, pocos meses después de la rebelión armada del EZLN, en medio 

de un cuadro de hostigamiento a los pobladores considerados “zapatistas” en la zona de 

influencia de dicho grupo armado disidente.

51.	 Ana, Beatriz y Celia González Pérez fueron sometidas sexualmente contra su vo-

luntad en el marco de un interrogatorio ilegal, llevado a cabo por militares en una zona 

de conflicto armado, en el cual se las acusaba de colaborar con el EZLN. La Comisión 

Interamericana, en el contexto del presente caso y del análisis precedente, también tiene 

por ciertas las amenazas de muerte y de nuevas torturas que profirieron los agresores 

al dejarlas en libertad, ya que fueron denunciadas y nunca investigadas con arreglo al 

debido proceso en México. Por la manera en que las atacaron, las acusaciones que les 

hicieron, y las graves amenazas, es razonable sostener además que los militares quisieron 

humillar y castigar a las mujeres por su presunta vinculación a los rebeldes.26

52.	 La Comisión Interamericana considera que los abusos contra la integridad física, 

psíquica y moral de las tres hermanas tzeltales cometidos por los agentes del Estado 

mexicano constituyen tortura.27 Asimismo, los hechos aquí establecidos conforman una 

violación de la vida privada de las cuatro mujeres y de su familia y un ataque ilegal a su 

honra o reputación, que las llevó a huir de su comunidad en medio del temor, la vergüen-

za y humillación.

53.	 De acuerdo a la jurisprudencia internacional de derechos humanos, en ciertas cir-

cunstancias, la angustia y el sufrimiento impuestos a los familiares directos de las víctimas 

de violaciones graves de derechos humanos configuran adicionalmente una violación del 

derecho a la integridad personal de aquéllos.28 En el presente caso, la CIDH estima que el 

trato que se dio a Delia Pérez de González, quien tuvo que asistir impotente a la vejación 

de sus tres hijas por integrantes de las fuerzas armadas mexicanas y luego compartir con 

ellas el ostracismo de su comunidad, constituye una humillación y degradación violatoria 

del derecho a la integridad personal que le garantiza la Convención Americana.

[…]
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C.	 Derechos del niño (Artículo 19 de la Convención Americana)

[…]

56.	 El artículo 19 de la Convención Americana garantiza a todo niño “el derecho a las 

medidas de protección que su condición de menor requiere por parte de su familia, de 

la sociedad y del Estado”. La Corte Interamericana ha determinado que “tanto la Con-

vención Americana como la Convención sobre los Derechos del Niño forman parte de un 

muy comprensivo corpus juris internacional de protección de los niños” que sirve para 

“fijar el contenido y los alcances de la disposición general contenida en el artículo 19 de 

la Convención Americana”.29 

57.	 La Convención sobre los Derechos del Niño estaba vigente en México en la fecha en 

que ocurrieron los hechos de este caso.30 Dicho instrumento establece en su artículo 2:

1. Los Estados Parte respetarán los derechos enunciados en la presente Convención 

y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, 

independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión 

política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, 

los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus 

padres o de sus representantes legales. 

2. Los Estados Parte tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el 

niño se vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causa de 

la condición, las actividades, las opiniones expresadas o las creencias de sus padres, 

o sus tutores o de sus familiares.

58.	 El instrumento citado dispone asimismo que “ningún niño será objeto de injerencias 

arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia ni 

de ataques ilegales a su honra y a su reputación” y que “el niño tiene derecho a la pro-

tección de la ley contra esas injerencias o ataques” (artículo 16). Los Estados parte en la 

Convención sobre Derechos del Niño se comprometen a velar porque ningún niño sea 

sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; que no 

sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente y, en todo caso, que “sea tratado con 

la humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana, y de 

manera que se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad”; y que, 

conforme a las obligaciones de derecho internacional humanitario, “los Estados Parte 

adoptarán todas las medidas posibles para asegurar la protección y el cuidado de los 

niños afectados por un conflicto armado” (artículo 37). 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2010. Centro por la Justicia y el Derecho Internacional. 
Buenos Aires: Center for Justice and International Law - CEJIL. 

https://www.cejil.org/ 

Libro completo en: https://goo.gl/LN1cKq



Vi
ol

en
ci

a 
de

 G
én

er
o

118

59.	 El Comité de Derechos del Niño recomendó al Estado mexicano que “intensifique 

su acción contra toda violencia que se traduzca en malos tratos de los niños, en parti-

cular cuando sea cometida por los miembros de las fuerzas de policía y los servicios de 

seguridad, así como los militares. El Estado parte debería garantizar que los casos de 

delitos cometidos contra niños por los miembros de las fuerzas armadas o la policía sean 

juzgados ante tribunales civiles”.31 

60.	 Celia González Pérez tenía 16 años en el momento en que se perpetraron los hechos 

establecidos en el presente informe. La Comisión Interamericana considera que la deten-

ción ilegal, seguida de los abusos físicos y de la violación sexual de la adolescente, así como 

la subsiguiente impunidad de los responsables que persiste hasta la fecha, constituyen una 

clara violación del deber del Estado mexicano de otorgarle la protección especial que le 

garantizan la Convención Americana y los demás instrumentos internacionales aplicables.

[…]

D.	 Derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial efectiva (Artícu-

los 8 y 25 de la Convención Americana) en la investigación de los hechos de tor-

tura (Artículos 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 

la Tortura)

[…]

63.	 Las víctimas en el presente caso denunciaron a la Procuraduría General de la Re-

pública los hechos de tortura y violación que habrían ocurrido durante dicha deten-

ción ilegal, que constituyen delitos graves en México, además de caracterizar violaciones 

de derechos humanos garantizados por la Convención Americana. La denuncia, que se 

acompañó con un certificado expedido por una ginecóloga, fue ratificada y ampliada 

ante la PGR por Ana y Beatriz González Pérez.33

64.	 Los peticionarios agregan que dicho examen médico “indica que existió cópula en 

el momento en que se denuncia fueron ejecutadas las violaciones en forma tumultuaria” 

lo cual se sustenta con “la declaración de por lo menos siete soldados que corroboran 

el dicho de las víctimas, ya que aceptan explícita y tácitamente haber ejercido violencia 

contra las hermanas y su familia”.34

65.	 El 2 de septiembre de 1994, la PGR decidió remitir la Averiguación Previa 64/94 a 

la Procuraduría General de Justicia Militar “por incompetencia en razón de la materia”. 
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La representante de las hermanas González Pérez en México se opuso a la aplicación del 

fuero militar por considerar que “en este caso el fuero militar es sinónimo de privilegio, 

de impunidad e imparcialidad, ya que tendrían que someterse a un aparato judicial mili-

tar, luego de haber sido agredidas sexualmente por elementos del mismo grupo”. Como 

prueba de la parcialidad de la justicia militar en este caso citan el Boletín Nº 38 emitido el 

3 de julio por la Secretaría de la Defensa Nacional (“SEDENA”), en el cual dicha autoridad 

“rechaza enérgicamente las falsas imputaciones hechas a personal militar, reservándose 

el derecho de proceder legalmente en contra de las personas o instituciones que difamen 

a nuestra institución”.35

[…]

69.	 El Estado mexicano no ha controvertido la presentación de la denuncia en México, 

ni la prueba médica que acompañaron a la misma las víctimas. La Comisión Interamerica-

na observa que, ante la seria evidencia presentada a las autoridades, el Estado mexicano 

estaba en la obligación de emprender una investigación expedita, imparcial y efectiva, de 

acuerdo a los parámetros que le imponen su propia legislación interna y las obligaciones 

internacionales libremente asumidas. La información disponible en el expediente de este 

caso revela que las autoridades de la Procuraduría General de la República cedieron su 

competencia a favor de la Procuraduría General de Justicia Militar, que a su vez ignoró 

por completo la evidencia presentada por las víctimas y volvió a convocarlas para que se 

sometieran a un nuevo examen ginecológico. Finalmente, ante la negativa de las víctimas 

de comparecer a realizarse un nuevo examen dentro de la investigación militar38  la PGJM 

archivó el caso en septiembre de 1995 basada en los testimonios de los pobladores del 

lugar, en la “falta de interés jurídico por parte de las ofendidas y su representante” y 

porque “no se acreditan elementos de tipo penal alguno ni la probable responsabilidad 

de elementos militares”.

70.	 Respecto a la supuesta falta de interés de los representantes de las víctimas, que ale-

ga el Estado, CEJIL sostiene que se practicó un examen médico inmediatamente después 

de los hechos, que fue presentado ante la Procuraduría General de la República y luego 

ratificado con la declaración de las víctimas. Con base en dichos antecedentes, los peti-

cionarios alegan que hay pruebas de los hechos violatorios, y que la falta de respuesta se 

debió a la dificultad en localizar a las mujeres ya que, como consecuencia de los hechos, 

se vieron obligadas a abandonar sus comunidades y sus familias, y que fueron repudiadas 

conforme a la cultura indígena.

[…]
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72.	 La Comisión Interamericana debe determinar si la actividad emprendida por los 

órganos jurisdiccionales del Estado mexicano en el presente caso satisface las normas de 

derechos humanos que garantizan la tutela judicial efectiva. El artículo 8(1) de la Conven-

ción Americana garantiza a toda persona el derecho “a ser oída, con las debidas garan-

tías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal competente, independiente e 

imparcial” para la determinación de sus derechos y obligaciones de cualquier carácter. 

73.	 Dicha norma se armoniza con el artículo 25 de la Convención Americana, que dis-

pone:

1.	 Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo, y rápido o a cualquier otro 

recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 

actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley 

o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que 

actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2.	 Los Estados partes se comprometen:

a.	 a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del 

Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal 

recurso;

b.	 a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y

c.	 a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda 

decisión en que se haya estimado procedente el recurso. 

74.	 La Corte Interamericana ha señalado que, en virtud de los artículos 8 y 25 de la Con-

vención Americana, los Estados parte están obligados a suministrar recursos judiciales 

efectivos a las víctimas de violación de los derechos humanos y a sustanciarlos conforme 

a las reglas del debido proceso legal. Ello debe darse dentro de la obligación general que 

tienen los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos recono-

cidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción.41

75.	 La violación sexual es un acto aberrante, que por sus propias características requiere 

de medios de prueba distintos a los de otros delitos. Debe evitarse que la víctima sufra 

una nueva humillación o que reviva los hechos al tener que someter las partes más pri-

vadas de su cuerpo a un procedimiento de revisión.42 Por ello, la CIDH es del parecer que 

las autoridades investigadoras deben evaluar las circunstancias del caso, analizar todos 

los elementos de prueba disponibles, tales como los testimonios, indicios, presunciones y 

demás previstos en la ley. En ausencia de otros elementos de prueba, el examen médico 

debe estar rodeado de todas las garantías de pleno respeto a la dignidad de la persona y 

consideración por su estado mental y psicológico. 
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76.	 En el caso de las hermanas González Pérez, se ha visto que el examen había sido 

practicado debidamente, pero que por una decisión irrazonable y arbitraria de las auto-

ridades mexicanas se omitió considerarlo. El documento que se transcribe en el presente 

informe constituye un elemento de prueba sólido, ciertamente más contundente de lo 

que habitualmente disponen las víctimas y sus representantes en los casos de violación 

sexual, por las razones ya explicadas. 

77.	 La Corte Europea de Derechos Humanos estableció que cuando una persona presenta 

una denuncia que caracteriza que ha sido torturada por agentes del Estado, el concepto 

del recurso efectivo comprende, además del pago de compensación si fuera apropiado, la 

realización de una investigación que permita la identificación y castigo de los culpables. Al 

analizar un caso similar al que motiva el presente informe, dicho tribunal agregó:

El requisito de una investigación completa y efectiva de una denuncia en la cual 

se alega la violación de una persona mientras se hallaba detenida por agentes del 

Estado implica adicionalmente que la víctima sea examinada, con toda la debida 

sensibilidad, por profesionales médicos especializados en esta materia y cuya inde-

pendencia no estuviera circunscripta a las instrucciones emitidas por el Ministerio 

Publico acerca del alcance de la investigación.43

78.	 La Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha formulado una serie de 

principios, mencionados supra, sobre la manera en que debe conducirse una investiga-

ción sobre hechos de tortura. Particularmente relevante para este análisis es el principio 

que expresa que “los Estados velarán por que se investiguen con prontitud y efectividad 

las quejas o denuncias de torturas o malos tratos…los investigadores, que serán inde-

pendientes de los presuntos autores y del organismo al que éstos pertenezcan, serán 

competentes e imparciales”.44 Igualmente, cabe recordar que el Proyecto de Declaración 

sobre la Independencia de la Justicia (conocida como la “Declaración Singhvi”) expresa 

en el numeral 5(f) que la competencia de los tribunales militares debe estar limitada a los 

delitos militares.45 

[…]

81.	 La Comisión Interamericana ha sostenido anteriormente que “cuando el Estado 

permite que las investigaciones las dirijan los órganos potencialmente implicados, la inde-

pendencia y la imparcialidad se ven claramente comprometidas”, en virtud de lo cual los 

procedimientos resultan “incapaces de proporcionar la investigación, la información y el 

remedio supuestamente disponibles” y se verifica una impunidad de facto que “supone 

la corrosión del imperio de la ley y viola los principios de la Convención Americana”.48 
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En particular, la CIDH ha determinado que, en razón de su naturaleza y estructura, la 

jurisdicción penal militar no satisface los requisitos de independencia e imparcialidad que 

impone el artículo 8(1) de la Convención Americana.49 En el mismo sentido se ha pronun-

ciado la Corte Interamericana: 

En un Estado democrático de Derecho la jurisdicción penal militar ha de tener un 

alcance restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de intereses ju-

rídicos especiales, vinculados con la función que la ley asigna a las fuerzas militares. 

Así, debe estar excluido del ámbito de la jurisdicción militar el juzgamiento de civiles 

y sólo debe juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que por su propia 

naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar.50 

82.	 Los abusos cometidos por los integrantes de las Fuerzas Armadas que privaron de 

su libertad a las cuatro víctimas y violaron a las hermanas González Pérez, una de ellas 

menor de edad en el momento de los hechos, no pueden de manera alguna considerarse 

hechos que afecten bienes jurídicos vinculados al orden militar. Tampoco se trata este caso 

de excesos cometidos mientras los militares cumplían con las funciones legítimas que les 

encomienda la legislación mexicana pues, como se ha visto, fue una cadena de hechos vio-

latorios que se inició con la detención arbitraria de las cuatro mujeres. Es decir, ni siquiera se 

presenta alguna conexión a una actividad propia de las fuerzas armadas que podría justificar 

la intervención de la justicia militar si, contrariamente a lo sucedido en el presente caso, no 

hubiera elementos probatorios de delitos comunes que constituyen violaciones de derechos 

humanos. La Comisión Interamericana enfatiza que la tortura está prohibida de manera ca-

tegórica en todas sus formas por el derecho internacional51 por lo cual la investigación de los 

hechos de este caso en el ámbito de la jurisdicción militar es absolutamente inapropiada. 

83.	 La Convención Americana impone a los Estados la obligación de prevenir, investigar, 

identificar y sancionar a los autores y encubridores de violaciones de los derechos huma-

nos. Según ha señalado la Corte Interamericana:

El artículo 25 con relación al artículo 1.1 obliga al Estado a garantizar a toda per-

sona el acceso a la administración de justicia y, en particular, a un recurso rápido y 

sencillo para lograr que los responsables de las violaciones de derechos humanos 

sean juzgados y para obtener una reparación del daño sufrido. Como ha dicho esta 

Corte, “el artículo 25 constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención 

Americana sino del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática en el 

sentido de la Convención”.52 

84.	 En razón de las obligaciones mencionadas, el Estado tiene el deber de investigar las 

violaciones de los derechos humanos, juzgar a los responsables, indemnizar a las víctimas 
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y evitar la impunidad. La Corte Interamericana ha señalado al respecto que el Estado 

debe combatir la impunidad, ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones 

a los derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y sus familiares.53 

85.	 En el caso bajo análisis, la Comisión Interamericana considera que el Estado ha in-

cumplido su obligación de garantía conforme al artículo 1(1) de la Convención Americana, 

que establece la obligación de los Estados parte de garantizar el ejercicio de los derechos y 

libertades reconocidos en dicho instrumento a las personas bajo su jurisdicción. Esta obli-

gación comprende el deber de organizar el aparato gubernamental y, en general, todas las 

estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal 

que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos huma-

nos. Como consecuencia de esta obligación, los Estados parte tienen el deber jurídico de 

prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos protegidos en la Convención 

Americana.54 La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que:  

Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se res-

tablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede 

afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las 

personas sujetas a su jurisdicción.55 

86.	 La impunidad ha sido definida como “una infracción de las obligaciones que tienen 

los Estados de investigar las violaciones, adoptar las medidas apropiadas respecto de sus 

autores, especialmente en la esfera de la justicia, para que sean procesados, juzgados y 

condenados a penas apropiadas, de garantizar a las víctimas recursos eficaces y la repara-

ción del perjuicio sufrido y de tomar todas las medidas necesarias para evitar la repetición 

de dichas violaciones”.56

[…]

88.	 El presente caso se caracteriza por la total impunidad, ya que a más de seis años 

desde la fecha en que se cometieron y denunciaron las violaciones de derechos humanos 

aquí establecidas, el Estado no ha cumplido con su deber de juzgar y sancionar a los 

responsables por la privación de libertad y violación del derecho a la integridad personal 

de las integrantes de la familia González Pérez, ni ha reparado el daño causado por tales 

violaciones. Por el contrario, la investigación se trasladó a la jurisdicción militar, clara-

mente incompetente en razón de la materia y carente de la imparcialidad necesaria para 

establecer los hechos conforme al debido proceso.

[…]
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VI.	Conclusiones

94.	 La Comisión Interamericana ha evaluado en este informe todos los elementos dispo-

nibles en el expediente del caso, a la luz de las normas de derechos humanos del sistema 

interamericano y otros instrumentos aplicables, la jurisprudencia y la doctrina, a fin de de-

cidir sobre el fondo de la cuestión planteada. La CIDH ratifica sus conclusiones de acuerdo 

a las cuales el Estado mexicano violó en perjuicio de la señora Delia Pérez de González y 

de sus hijas Ana, Beatriz y Celia González Pérez los siguientes derechos consagrados en la 

Convención Americana: derecho a la libertad personal (artículo 7); a la integridad personal 

y a la protección de la honra y de la dignidad (artículos 5 y 11); garantías judiciales y pro-

tección judicial (artículos 8 y 25); respecto de Celia González Pérez, los derechos del niño 

(artículo 19); todos ellos en concordancia con la obligación general de respetar y garantizar 

los derechos, prevista en el artículo 1(1) de dicho instrumento internacional. La CIDH esta-

blece igualmente que el Estado mexicano es responsable por la violación del artículo 8 de 

la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

95.	 Las cuatro víctimas de este caso son integrantes de la etnia tzeltal en México. Al 

referirse a la situación general de los derechos humanos en dicho país, la CIDH recordó 

al Estado mexicano su obligación de respetar las culturas indígenas, y en particular se 

refirió al impacto sufrido por tales comunidades en el estado de Chiapas.62 En el presente 

caso, la Comisión Interamericana destaca que el dolor y la humillación que sufrieron las 

mujeres se agrava por su condición indígena. En primer lugar, por el desconocimiento 

del idioma de sus agresores y de las demás autoridades intervinientes; y además, por el 

repudio de su propia comunidad como consecuencia de los hechos aquí establecidos.

[…]

Notas

5	 Comunicación de los peticionarios del 16 de enero de 1996, pág. 1.

6 	 Idem.

7 	 Idem, pág. 2. 

18 	 Naciones Unidas, La tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, “Principios relativos a la 

investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradan-

tes”, Anexo, E/CN.4/RES/2000/43, 20 de abril de 2000. 

19	 Caso Nº IT-96-21-T, Sentencia del 16 de noviembre de 1998, párr. 476. Tomado de Louis Henkin y otros, Hu-

man Rights, Foundation Press, New York, 1999, págs. 380 y 381. (traducción no oficial) 
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contra la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, de conformidad con la resolución 1997/44 de la 

Comisión, E/CN.4/1998/54, 26 de enero de 1998, párrs. 13 y 14. Conforme a un artículo reciente publicado 

por Pace University: 

	 El concepto de violación no es particularmente nuevo ni propio de nuestra época Las mujeres han sido someti-

das a varias formas de ataque sexual en épocas de paz como de guerra, desde tiempos inmemoriales. Estos es-

fuerzos por desmoralizar y humillar al enemigo han aumentado en tiempos recientes, especialmente durante 

conflictos internos, en los cuales las mujeres son tomadas como objetivo por su afiliación con la oposición… 

	 Samantha I. Ryan, From the furies of Nanking to the Eumenides of the International Criminal Court: The Evolu-

tion of Sexual Assaults as International Crimes, Pace International Law Review, Pace University School of Law, 

Fall 1999, pág. 447. (traducción no oficial)

21 	 México firmó la Convención de Belém do Pará el 10 de junio de 1994 (seis días después de la fecha en que se ve-

rificaron los hechos de este caso) y depositó el instrumento de ratificación el 12 de noviembre de 1998. El artículo 

4 de dicha Convención establece que “toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección 

de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales 

sobre derechos humanos”. Se incluyen expresamente entre ellos el derecho a que se respete su integridad física, 

psíquica y moral, el derecho a la libertad y seguridad personales, el derecho a no ser sometida a torturas, el de-

recho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia, y el derecho a un recurso 

sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos. 

22 	 CIDH, Informe 5/96 citado supra, págs. 199 y 200. 

23 	 Naciones Unidas, E./CN.4/1986/15, párrs. 119 y 431.

24 	 Corte Europea de Derechos Humanos, Aydin vs. Turquía, (57/1996/676/866), Sentencia del 25 de septiembre 

de 1997, párr. 83. (traducción no oficial)

25 	 ICTY, Fiscal vs. Anto Furudžija, Sentencia del 10 de diciembre de 1998, párr. 163. Dicha decisión judicial fue 

confirmada en la Sala de Apelaciones del ICTY por la sentencia del 21 de julio de 2000.

26 	 En tal sentido, el informe de la Relatora Especial indica lo siguiente: 

	 Quizás más que el honor de la víctima, el blanco de la violencia sexual contra las mujeres es lo que se percibe 

como el honor del enemigo. La agresión sexual se considera y practica como medio para humillar al adversario. 

La violencia sexual contra la mujer tiene por objeto enrostrar la victoria a los hombres del otro bando, que no han 

sabido proteger a sus mujeres.  Es un mensaje de castración y mutilación al mismo tiempo.  Es una batalla entre 

hombres que se libra en los cuerpos de las mujeres. Naciones Unidas, E/CN.4/1998/54 citado supra, párr. 13. 

27 	 En una reciente decisión, la Corte Interamericana explica: 

	 Según las normas internacionales de protección, la tortura no solamente puede ser perpetrada mediante el 

ejercicio de la violencia física, sino también a través de actos que produzcan en la víctima un sufrimiento físico, 

psíquico o moral agudo. 

	 Tanto la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes como la 

Convención Interamericana sobre el mismo tema, se refieren a esa posibilidad. 

	 Por otra parte, al consagrar en términos positivos el derecho a la integridad personal, el último de esos dos 

instrumentos hace referencia expresa a la integridad psíquica y moral de la persona. Corte IDH, Caso Cantoral 
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Benavides vs. Perú, Sentencia de 18 de agosto de 2000, serie C Nº 69, párrs. 100 y 101.

28 	 La Corte Interamericana estableció en el caso de los “niños de la calle” de Guatemala que las víctimas habían 

sido secuestradas, torturadas y asesinadas por agentes del Estado, quienes además abandonaron los cuerpos 

vejados a la intemperie. El tribunal determinó, en consecuencia, que “el tratamiento que se dio a los restos de las 

víctimas, que eran sagrados para sus deudos y, en particular, para sus madres, constituyó para éstas un trato cruel 

e inhumano”. Corte IDH, Caso Villagrán Morales y otros citado supra, párr. 1 4. La Corte Interamericana cita en 

la decisión su propio precedente del Caso Blake (Sentencia de 24 de enero de 1998, párr. 115) y otras decisiones 

de la Corte Europea de Derechos Humanos y del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. 

29 	 Corte IDH, Caso Villagrán Morales citado supra, párrs. 194 y 196.

30	 México depositó el instrumento de ratificación de la Convención de los Derechos del Niño el 21 de septiembre 

de 1990.

31	 Naciones Unidas, Observaciones finales del Comité de los Derechos del Niño: México, CRC/C/15/Add. 13, 7 de 

febrero de 1994, párr. 17.  El Comité recomendó igualmente a las autoridades de dicho Estado la asignación 

de recursos para la infancia, “en particular para los niños que viven o trabajan en las calles, a los niños perte-

necientes a grupos minoritarios o comunidades indígenas y a otros niños en situación vulnerable” (párr. 16).

33	 El caso fue igualmente documentado por Amnistía Internacional en un informe sobre México, bajo el título 

“Tres hermanas tzeltales violadas por soldados mexicanos en Chiapas”. Dicho informe refleja la denuncia 

según la cual “los soldados golpearon a las mujeres con sus armas y las patearon para obtener información…

luego fueron violadas por unos 10 soldados antes de ser liberadas, sin acusación alguna, el mismo día”. 

Amnistía Internacional, Superando el temor: Violaciones de derechos humanos contra las mujeres en México, 

AMR 41/009/1996, 3 de marzo de 1996. (traducción no oficial)

34 	 Comunicación de los peticionarios de 27 de mayo de 1999, pág. 8.

35 	 Comunicación de los peticionarios de 16 de enero de 1996. En la misma, mencionan que: 

	 El General Brigadier Procurador Mario Guillermo Fromow, responsable del ejercicio de la acción penal en el fuero 

militar, en oficio dirigido a la Lic. Mercedes Barquet del Colegio de México, A.C., el 1º de agosto de 1994 al 

darle información sobre este caso le indica que se han girado citatorios a las víctimas para que comparezcan a 

declarar ante la autoridad militar por intermedio de las autoridades civiles. En el mismo oficio, demostrando el 

total desconocimiento del caso, confunde los nombres de las víctimas por otros completamente distintos. Sor-

prendentemente alega que no existe denuncia alguna para luego destacar que “en la Averiguación Previa que 

se practica para investigar los hechos que se hicieron del conocimiento de la opinión pública no existe denuncia 

alguna de los mismos, así tampoco se encuentran probados y por lo tanto hasta el momento no se acreditan los 

elementos de algún tipo penal ni mucho menos la probable responsabilidad de Elemento Militar Alguno”. (sic)

38 	 En tal sentido, los peticionarios afirman: 

	 Es inaceptable la pretensión que estas mujeres, que habían pasado semejante experiencia de tortura, ante 

miembros de esa institución, iban a sentirse seguras declarando (por tercera vez) ante este organismo. En 

reiteradas ocasiones los peticionarios hicieron de conocimiento a la Fiscalía civil el temor y el trauma de las 

víctimas que les dificultaba incluso trasladarse al fuero civil, por tener que verse obligadas a atravesar retenes 

militares, lo cual hizo imposible que se presentaran ante la autoridad militar a declarar. 
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	 Cabe notar que las víctimas debido a la naturaleza del caso es lógico que estuviesen aterradas de presentarse 

ante el organismo castrense. Más aún cuando los órganos involucrados -en este caso el Ejército- pasan a ser 

los encargados de dirigir las investigaciones. 

	 No era obligación de las víctimas, quienes ya habían prestado su declaración ante el fuero competente, pres-

tarse otra vez a esa tortura psicológica que implicaría un nuevo interrogatorio y la humillación de un nuevo 

examen ginecológico, más aún ante el organismo que representa a los responsables de la tortura, detención 

ilegal y violación de las ofendidas. 

	 Lo anterior implica una violación y agresión igual o más grave que la sufrida el 4 de junio de 1994, por lo que 

no puede ser válida la propuesta del Ejército de reiniciar ellos la investigación, desestimando las ya hechas por 

el Ministerio público Federal. Más aún si ellos cuentan con testimonio de los propios soldados que “interro-

garon” a las ofendidas y aceptan haber estado en tiempo, contexto y oportunidad para cometer la agresión. 

Básicamente lo único que no aceptan en su testimonio, es haberlas violado, pero aceptan haberlas detenido, 

interrogado y otros hechos, que incluso por su contradicción permiten suponer que las declarantes dicen la 

verdad y los soldados mienten. Sin embargo todo ello se desestimó y nunca se procesó a ninguno de ellos.

Comunicación de los peticionarios del 27 de mayo de 1999, págs 5 y 6.

41 	 Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, Excepciones Preliminares. Sentencia del 26 de junio de 

1987. Serie C Nº 1, párr. 91. 

42 	 La Plataforma de Acción de Beijing establece varios objetivos estratégicos y acciones para asegurar la igualdad 

y combatir la discriminación en materia de derechos de la mujer, uno de los cuales es particularmente relevante 

para este caso: 

	 Revisar y enmendar las leyes y procedimientos, según fuera necesario, para eliminar toda discriminación contra 

las mujeres a fin de asegurar que el derecho criminal de fondo y forma garanticen…que las mujeres denuncian-

tes, víctimas, y/o testigos no sean revictimizadas o discriminadas en la investigación de crímenes. Naciones Uni-

das, Cuarta Conferencia Mundial de la Mujer, Plataforma de Acción de la Declaración de Beijing, párr. 232(l).

43 	 Corte Europea, Aydin vs. Turquía citado supra, párr. 107.

44 	 Naciones Unidas, E/CN.4/2000/L.54 citado supra, Principio Nº 2.

45 	 Naciones Unidas, E/CN.4/Sub.2/1998/Add.1. La Comisión de Derechos Humanos de la ONU recomendó en su Re-

solución 1989/32 que los Estados miembros tuvieran presentes los principios enumerados en dicho documento.

48 	 CIDH, Informe Anual 1995, Informe Nº 10/95 (Caso 10.580. Manuel Stalin Bolaños Quiñonez), Ecuador, párr. 48. 

49 	 La falta de idoneidad de la justicia militar para investigar, juzgar y sancionar casos que involucran violaciones 

de los derechos humanos ha sido materia de pronunciamientos de la Comisión Interamericana: 

	 El sistema de la justicia penal militar tiene varias características singulares que impiden el acceso a un recurso 

judicial efectivo e imparcial en esta jurisdicción. En primer lugar, el fuero militar no puede ser siquiera consi-

derado como un verdadero sistema judicial. El sistema de justicia militar no forma parte del Poder Judicial del 

Estado colombiano. Esta jurisdicción es operada por las fuerzas de la seguridad pública y, en tal sentido, queda 

comprendida dentro del Poder Ejecutivo. Quienes toman las decisiones no son jueces de la carrera judicial y la 

Fiscalía General no cumple su papel acusatorio en el sistema de la justicia militar. CIDH, Tercer Informe sobre 

la Situación de los Derechos Humanos en Colombia (1999), págs. 175 a 186. 
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	 En el mismo sentido, la Corte Constitucional de Colombia ha señalado: 

	 Para que un delito se ubique dentro de la competencia del sistema de justicia penal militar, debe haber un 

claro vínculo desde el comienzo entre el delito y las actividades del servicio militar. Es decir, el acto punible debe 

darse como un exceso o abuso de poder que ocurra en el ámbito de una actividad directamente vinculada 

a la función propia de las fuerzas armadas.  El vínculo entre el acto criminal y la actividad relacionada con el 

servicio militar se rompe cuando el delito es extremadamente grave, tal es el caso de delitos contra el género 

humano. En estas circunstancias, el caso deberá ser remitido al sistema de justicia civil. Corte Constitucional 

de Colombia, Decisión C-358 del 5 de agosto de 1997.

50 	 Corte IDH, Caso Durand y Ugarte, Sentencia de 16 de agosto de 2000, párr. 117. El caso se refiere a la 

desaparición forzada de dos personas acusadas de terrorismo en Perú, que ocurrió en el marco de la recupe-

ración de la penitenciaría de “El Frontón” por las fuerzas militares de dicho país en junio de 1986.  La Corte 

Interamericana estableció en su sentencia que los militares “hicieron un uso desproporcionado de la fuerza 

que excedió en mucho los límites de su función, lo que provocó la muerte de un gran número de reclusos” y 

que, en consecuencia, “los actos que llevaron a este desenlace no pueden ser considerados delitos militares, 

sino delitos comunes, por lo que la investigación y sanción de los mismos debió haber recaído en la justicia 

ordinaria, independientemente de que los supuestos autores hubieran sido militares o no” (párr. 118). 

51 	 Ver, en tal sentido, Corte IDH, Caso Cantoral Benavides citado supra, párrs. 95 a 103.

52 	 Corte IDH, Caso Loayza Tamayo, Sentencia de 27 de noviembre de 1998, párr. 169

53 	 Corte IDH, Caso Paniagua Morales y otros, Sentencia de 8 de marzo de 1998, párr. 173.

54 	 Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 de julio de 1988, párr. 166.

55 	 Idem, párrs. 174 y 176.

56 	 Naciones Unidas, Experto sobre la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de los derechos 

civiles y políticos de las Naciones Unidas, doc. E/CN.4/Sub.2/1997/20, pár. 17. Amnistía Internacional se ha re-

ferido igualmente al alcance de las investigaciones sobre violaciones de derechos humanos, al afirmar que “la 

impunidad de hecho…puede configurarse cuando las autoridades no investigan las violaciones de derechos 

humanos o aún cuando investigando no lo hacen de manera pronta y diligente y acatando los estándares 

internacionales en la materia” (énfasis agregado). Amnistía Internacional, Memorial en derecho amicus curiae 

presentado ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Consuelo Benavides Cevallos – 

Ecuador, 18 de diciembre de 1997, pár. 68, pág. 23. 

62	 En su informe sobre México, la Comisión Interamericana se expresó en los siguientes términos:

	 La CIDH observa que es obligación del Estado mexicano, dentro de sus principios constitucionales y aquellos reco-

nocidos internacionalmente, respetar las culturas indígenas, y sus organizaciones, y lograr su máximo desarrollo de 

acuerdo a sus tradiciones, intereses y prioridades. La Comisión considera que el Estado mexicano debe efectuar un 

análisis de la vigencia de los derechos humanos respecto a los indígenas y sus organizaciones, con fundamento en 

el Art. 4 de la Constitución que reconoce que “México es un país pluricultural que se fundamenta en sus pueblos 

indígenas”, y en el Convenio 169 de la OIT sobre “Pueblos Indígenas y Tribales” ratificado por dicho país.

	 CIDH, Informe sobre la situación de los derechos humanos en México citado, párr. 577. Ver en el mismo infor-

me los párrafos 540 a 564.
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I.	 Resumen 

1.	 El 20 de agosto de 1998, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en ade-

lante “la Comisión”) recibió una denuncia presentada por la señora Maria da Penha Maia 

Fernandes, el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) y el Comité Latino 

Americano de Defensa de los Derechos de la Mujer (CLADEM) (en adelante “los peticio-

narios”), basada en la competencia que le acuerdan los artículos 44 y 46 de la Conven-

ción Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención 

Americana”) y el artículo 12 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará o CMV). 

2.	 La denuncia alega la tolerancia por parte de la República Federativa de Brasil (en 

adelante “Brasil” o “el Estado”) de la violencia perpetrada en su domicilio en la ciudad 

de Fortaleza, Estado de Ceará, por Marco Antônio Heredia Viveiros en perjuicio de su 

entonces esposa Maria da Penha Maia Fernandes durante años de su convivencia ma-

trimonial y que culminó en una tentativa de homicidio y nuevas agresiones en mayo y 

junio de 1983. Maria da Penha, como producto de esas agresiones padece de paraplejia 

irreversible y otras dolencias desde el año 1983. Se denuncia la tolerancia estatal por no 

haber tomado por más de quince años medidas efectivas necesarias para procesar y pe-

nar al agresor, pese a las denuncias efectuadas. Se denuncia la violación de los artículos 

1(1) (Obligación de Respetar los Derechos); 8 (Garantías Judiciales); 24 (Igualdad ante la 

Ley) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana, en relación con los artículos II 

y XVIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“la Declara-

ción”), así como de los artículos 3, 4(a), (b), (c), (d), (e), (f) y (g); 5 y 7 de la Convención de 

Belém do Pará. La Comisión tramitó reglamentariamente la petición. Dado que el Estado 

no ofreciera comentarios a la misma, pese a los repetidos requerimientos de la Comisión, 

los peticionarios solicitaron se presuman verdaderos los hechos relatados en la petición 

aplicando el artículo 42 del Reglamento de la Comisión. 

3.	 (…) [L]a Comisión concluye en este informe, redactado de acuerdo con el artículo 

51 de la Convención, que el Estado violó en perjuicio de la señora Maria da Penha Maia 

Fernandes los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, garantizados 

por los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con la obligación 

general de respetar y garantizar los derechos, prevista en el artículo 1(1) de dicho instru-

mento y en los artículos II y XVII de la Declaración, así como el artículo 7 de la Convención 

de Belém do Pará. Concluye también que esta violación ocurre como parte de un patrón 

discriminatorio respecto a tolerancia de la violencia doméstica contra las mujeres en Brasil 

por ineficacia de la acción judicial (…).
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[…]

V.	 Análisis de los Méritos del Caso

[…]

B.	 Igualdad ante la Ley (Artículo 24 de la Convención) y Artículos II y XVIII de 

la Declaración 

45.	 Los peticionarios también alegan la violación del artículo 24 de la Convención Ameri-

cana en relación con los derechos de igualdad ante la ley, y de derecho a justicia protegidos 

por la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (artículos II y XVIII). 

46.	 En este sentido, la Comisión Interamericana destaca que ha seguido con especial 

interés la vigencia y evolución del respeto a los derechos de la mujer y en particular 

aquellos relacionados con la violencia doméstica. La Comisión recibió información sobre 

el alto número de ataques domésticos contra las mujeres en Brasil. Solamente en Ceará 

(donde ocurrieron los hechos de este caso) hubo en 1993, 1183 amenazas de muerte 

registradas en las Delegaciones especiales policiales para la mujer, dentro de una total de 

4755 denuncias.17 

47.	 Las agresiones domésticas contra mujeres son desproporcionadamente mayores 

que las que ocurren contra hombres. Un estudio del Movimiento Nacional de Derechos 

Humanos de Brasil compara la incidencia de agresión doméstica contra las mujeres y 

contra los hombres, mostrando que en los asesinatos había 30 veces más probabilidad 

para las víctimas mujeres de haber sido asesinadas por su cónyuge, que para las víctimas 

masculinas. La Comisión encontró en su Informe Especial sobre Brasil de 1997 que existía 

una clara discriminación contra las mujeres agredidas por la ineficacia de los sistemas 

judiciales brasileños y su inadecuada aplicación de los preceptos nacionales e internacio-

nales, inclusive los que surgen de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Brasil. Decía 

la Comisión en su Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en 1997:

Además, incluso donde estas comisarías especializadas existen, el caso continúa 

frecuentemente siendo que las quejas no son del todo investigadas o procesadas. 

En algunos casos, las limitaciones entorpecen los esfuerzos que se realizan para 

responder a estos delitos. En otros casos, las mujeres no presentan cargos formales 

contra el agresor. En la práctica, las limitaciones legales y de otra índole a menudo 

exponen a las mujeres a situaciones en las que se sienten obligadas a actuar. Por ley, 

las mujeres deben presentar sus quejas en una comisaría y explicar qué ocurrió para 
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que el delegado pueda redactar la “denuncia de un incidente”. Los delegados que 

no han recibido suficiente capacitación pueden no ser capaces de prestar los servi-

cios requeridos, y algunos continúan, según se informa, respondiendo a las víctimas 

de manera que les hacen sentir vergüenza y humillación. Para ciertos delitos, como 

la violación sexual, las víctimas deben presentarse al Instituto Médico Legal, el cual 

tiene la competencia exclusiva de llevar a cabo los exámenes médicos requeridos 

por la ley para procesar una denuncia. Algunas mujeres no tienen conocimiento de 

este requisito, o no tienen acceso a dicha institución de la forma justa y necesaria 

para obtener las pruebas requeridas. Estos institutos tienden a estar ubicados en 

áreas urbanas y, en donde están disponibles, a menudo no cuentan con el personal 

suficiente. Además, incluso cuando las mujeres toman las medidas necesarias para 

denunciar la práctica de delitos violentos, no hay garantía de que éstos serán inves-

tigados y procesados. 

A pesar de que el Tribunal Supremo de Brasil revocó en 1991 la arcaica “defensa 

del honor” como una justificación para el asesinato de la esposa, muchos tribu-

nales continúan siendo reacios a procesar y sancionar a los autores de la violencia 

doméstica. En algunas áreas del país, el uso de la “defensa del honor” persiste y 

en algunas áreas la conducta de la víctima continúa siendo un punto central en el 

proceso judicial para procesar un delito sexual. En vez de centrarse en la existencia 

de los elementos jurídicos del delito en cuestión, las prácticas de algunos abogados 

defensores -toleradas por algunos tribunales- tienen el efecto de requerir a la mu-

jer que demuestre la santidad de su reputación y su inculpabilidad moral a fin de 

poder utilizar los medios judiciales legales a su disposición. Las iniciativas tomadas 

tanto por el sector público como el privado para hacer frente a la violencia contra 

la mujer han empezado a combatir el silencio que tradicionalmente la ha ocultado, 

pero todavía tienen que superar las barreras sociales, jurídicas y de otra índole que 

contribuyen a la impunidad en que a menudo estos delitos languidecen. 

48.	 En ese informe también se hace referencia a distintos estudios que comprueban que 

en los casos en que se han llevado estadísticas, éstas muestran que sólo un porcentaje de 

los delitos denunciados a las comisarías de policía especializadas son actualmente investi-

gados. (Unido de Mulleres de So Paulo, A Violencia Contra a Mulher e a Impunidade: Una 

Questão Política (1995). En 1994, de 86.815 quejas presentadas por mujeres agredidas 

domésticamente, sólo se iniciaron 24.103 investigaciones policiales, según ese informe. 

49.	 Otros informes indican que 70% de las denuncias criminales referidas a violencia 

doméstica contra mujeres se suspenden sin llegar a una conclusión. Solo 2% de las de-

nuncias criminales por violencia doméstica contra mujeres llegan a condena del agresor. 
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(Informe de la Universidad Católica de São Paulo, 1998). 

50.	 En este análisis del patrón de respuesta del Estado a este tipo de violaciones, la Co-

misión nota también medidas positivas efectivamente tomadas en el campo legislativo, 

judicial y administrativo.18 Resalta la Comisión tres iniciativas que tienen relación directa 

con el tipo de situaciones ejemplificadas por este caso: 1) la creación de delegaciones 

policiales especiales para atender denuncias sobre ataques a las mujeres; 2) la creación 

de casas refugio para mujeres agredidas; y 3) la decisión de la Corte Suprema de Justicia 

en 1991 que ha invalidado el concepto arcaico de “defensa del honor” como causal de 

justificación de crímenes contra las esposas. Estas iniciativas positivas, y otras similares, 

han sido implementadas de una manera reducida con relación a la importancia y urgen-

cia del problema, tal como se indicó anteriormente. En el caso emblemático en análisis, 

no han tenido efecto alguno. 

C.	 Artículo 7 de la Convención de Belém do Pará 

51.	 El 27 de noviembre de 1995, Brasil depositó su ratificación de la Convención de Be-

lem do Pará, el instrumento interamericano por el cual los Estados americanos reconocen 

la importancia de este problema, establecen normas que cumplir y compromisos para 

enfrentarlo, y establecen la posibilidad para cualquier persona u organización de peticio-

nar y accionar respecto al tema ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

y por sus procedimientos. Los peticionarios solicitan que se declare la violación por parte 

del Estado de los artículos 3, 4, 5, y 7 de esta Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y alegan que el presente caso debe ser 

analizado a la luz de la discriminación en razón del género femenino por parte de los 

órganos del Estado brasileño, que refuerza el patrón sistemático de violencia contra la 

mujer e impunidad en Brasil. 

52.	 Como se indicó anteriormente, la Comisión tiene competencia ratione materiae y 

ratione temporis para conocer de este caso bajo lo señalado por la Convención de Belém 

do Pará respecto a hechos posteriores a su ratificación por Brasil, es decir la alegada viola-

ción continuada al derecho a la tutela judicial efectiva y por consiguiente por la tolerancia 

que implicaría respecto a la violencia contra la mujer. 

53.	 La Convención de Belém do Pará es un instrumento esencial que refleja los grandes 

esfuerzos realizados a fin de encontrar medidas concretas para proteger el derecho de las 

mujeres a una vida libre de agresiones y violencia, tanto dentro como fuera de su hogar 

y núcleo familiar. Define así la CVM la violencia contra la mujer: 
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Artículo 2. 

Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psi-

cológica: 

a.	 que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra rela-

ción interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domi-

cilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual; 

b.	 que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y 

que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 

prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en 

instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y 

c.	 que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que 

ocurra. 

54.	 El ámbito de aplicación de la CMV se refiere pues a situaciones definidas por dos 

condiciones: primero, que haya habido violencia contra la mujer tal como se describe en 

los incisos a) y b); y segundo que esa violencia sea perpetrada o tolerada por el Estado. 

La CMV protege entre otros los siguientes derechos de la mujer violados por la existencia 

de esa violencia: el derecho a una vida libre de violencia (artículo 3), a que se respete su 

vida, su integridad física, psíquica y moral y su seguridad personal, su dignidad personal, 

igual protección ante la ley y de la ley; y a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales 

competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos (artículo 4 (a), (b), (c) 

(d), (e), (f) y (g) y los consiguientes deberes del Estado establecidos en el artículo 7 de ese 

instrumento. Dice el artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 

y Erradicar la Violencia contra la Mujer:

Deberes de los Estados 

Artículo 7. 

Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convie-

nen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orienta-

das a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 

a.	 abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar 

por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se com-

porten de conformidad con esta obligación; 

b.	 actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia 

contra la mujer; 

c.	 incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así 

como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar 
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la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que 

sean del caso; 

d.	 adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, 

intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma 

que atente contra su integridad o perjudique su propiedad; 

e.	 tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, 

para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurí-

dicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia 

contra la mujer; 

f.	 establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido 

sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio 

oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; 

g.	 establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar 

que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación 

del daño u otros medios de compensación justos y eficaces, y 

h.	 adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para 

hacer efectiva esta Convención. 

55.	 La impunidad que ha gozado y aún goza el agresor y ex esposo de la señora Fer-

nandes es contraria a la obligación internacional voluntariamente adquirida por parte 

del Estado al ratificar la Convención de Belém do Pará. La falta de juzgamiento y con-

dena del responsable en estas circunstancias constituye un acto de tolerancia por parte 

del Estado de la violencia que Maria da Penha sufrió, y esa omisión de los tribunales de 

justicia brasileños agrava las consecuencias directas de las agresiones por su ex-marido 

sufridas por la señora Maria da Penha Maia Fernandes. Es más, como ha sido demos-

trado previamente, esa tolerancia por los órganos del Estado no es exclusiva de este 

caso, sino una pauta sistemática. Es una tolerancia de todo el sistema, que no hace 

sino perpetuar las raíces y factores psicológicos, sociales e históricos que mantienen y 

alimentan la violencia contra la mujer. 

56.	 Dado que esta violación contra Maria da Penha forma parte de un patrón general 

de negligencia y falta de efectividad del Estado para procesar y condenar a los agresores, 

considera la Comisión que no sólo se viola la obligación de procesar y condenar, sino 

también la de prevenir estas prácticas degradantes. Esa inefectividad judicial general y 

discriminatoria crea el ambiente que facilita la violencia doméstica, al no existir evidencias 

socialmente percibidas de la voluntad y efectividad del Estado como representante de la 

sociedad, para sancionar esos actos. 
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57.	 En relación con los incisos c y h del artículo 7, la Comisión debe considerar las 

medidas tomadas por el Estado para eliminar la tolerancia de la violencia doméstica. La 

Comisión ha llamado la atención positivamente por varias medidas de la actual adminis-

tración con ese objetivo, en particular la creación de Delegaciones especiales de policía, 

los refugios para mujeres agredidas, y otras.19 Sin embargo en este caso emblemático de 

muchos otros, la ineficacia judicial, la impunidad y la imposibilidad de obtener una repa-

ración por la víctima establece una muestra de la falta de compromiso para reaccionar 

adecuadamente frente a la violencia doméstica. El artículo 7 de la Convención de Belém 

do Pará parece ser una lista de los compromisos que el Estado brasileño no ha cumplido 

aún en cuanto a este tipo de casos. 

58.	 Por lo expuesto, la Comisión considera que en este caso se dan las condiciones de 

violencia doméstica y de tolerancia por el Estado definidas en la Convención de Belém 

do Pará y existe responsabilidad del Estado por la falta de cumplimiento del Estado a sus 

deberes establecidos en los artículos 7(b), (d), (e) (f) y (g) de esa Convención, en relación 

a los derechos por ella protegidos, entre ellos, a una vida libre de violencia (artículo 3), a 

que se respete su vida, su integridad física, psíquica y moral y su seguridad personal, su 

dignidad personal, igual protección ante la ley y de la ley; y a un recurso sencillo y rápido 

ante los tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 

(artículos 4 (a), (b), (c ) (d), (e), (f) y (g)).

[…]

VII.	 Conclusiones 

60.	 La Comisión Interamericana de Derechos Humanos reitera al Estado de Brasil las 

siguientes conclusiones:

[…]

2.	 Que, con fundamento en los hechos no controvertidos y el análisis expuestos ante-

riormente, la República Federativa de Brasil es responsable de la violación de los derechos 

a las garantías judiciales y a la protección judicial, garantizados por los artículos 8 y 25 

de la Convención Americana en concordancia con la obligación general de respetar y 

garantizar los derechos, prevista en el artículo 1(1) de dicho instrumento, por la dilación 

injustificada y tramitación negligente del presente caso de violencia doméstica en Brasil. 

[…]
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4.	 Que el Estado ha violado los derechos y el cumplimiento de sus deberes según el 

artículo 7 de la Convención de Belém do Pará en perjuicio de la señora Fernandes; y en 

conexión con los artículos 8 y 25 de la Convención Americana y en su relación con el 

artículo 1(1) de la Convención, por sus propios actos omisivos y tolerantes de la violación 

inflingida.

[…]

Notas
17 	 Maia Fernandes, Maria da Penha “Sobrevivi posso contar” Fortaleza, 1994, pág.150; datos basados en 

información de las Delegacias Policiales.

18 	 Como resultado de la acción concertada del sector gubernamental y del CNDM [Consejo Nacional de los 

Derechos de la Mujer], la Constitución brasileña de 1988 refleja avances importantes a favor de los dere-

chos de la mujer. Dentro del Programa Nacional sobre Derechos Humanos, las iniciativas propuestas por el 

Gobierno que pretenden mejorar los derechos de la mujer incluyen, inter alia: apoyar al Consejo Nacional 

de Derechos de la Mujer y al Programa Nacional para Prevenir la Violencia contra la Mujer; esfuerzos de 

apoyo para prevenir la violencia sexual y doméstica contra la mujer, proporcionar asistencia integrada a las 

mujeres con riesgo y educar al público sobre la discriminación y la violencia contra la mujer y las garantías 

disponibles; revocar ciertas disposiciones discriminatorias del Código Penal y del Código Civil sobre el poder 

paterno; fomentar el desarrollo de enfoques orientados a la condición de varón o mujer en la capacitación 

de los agentes del Estado y en el establecimiento de directrices para los planes de estudios de la educación 

primaria y secundaria; y promover estudios estadísticos sobre la situación de la mujer en el ámbito laboral. 

El Programa también encomienda al Gobierno implementar las decisiones consagradas en la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.

19 	 Ver el capítulo relativo a los derechos de la mujer brasileña en e Informe Especial de la CIDH sobre la Situa-

ción de los Derechos Humanos en Brasil, 1997.
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